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PREFACIO

El Consejo Nacional de Justicia (CNJ), en alianza con el Ministerio de Justicia y Seguridad Pública 
(MJSP) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD Brasil) desarrollaron 
conjuntamente el Programa Fazendo Justiça (Programa Haciendo Justicia), que incluye un conjunto 
de iniciativas dirigidas a todo el sistema penal y de justicia juvenil, buscando enfrentar los desafíos 
sistémicos de la privación de libertad en Brasil.

El programa está alineado con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, en 
particular el Objetivo 16 – Paz, Justicia e Instituciones Efectivas, que tiene como objetivo promover el 
acceso a la justicia y el fortalecimiento institucional basado en la inclusión social.

La estrategia desarrollada propone la creación o mejora de estructuras y servicios en el Poder Ejecutivo 
y Judicial, así como la promoción de la capacitación, la publicación de productos de conocimiento 
y el apoyo en la elaboración de normas. En total, son 29 iniciativas realizadas en simultáneo con los 
interlocutores, enfocándose en resultados tangibles y sostenibles. Entre las iniciativas, se destaca 
la ‘Articulación y Protección Internacional de los Derechos Humanos’, dirigida al intercambio de 
experiencias entre Brasil y otros países en el ámbito de las políticas públicas del sistema penal y de 
justicia juvenil.

Actualmente en su tercera etapa, el programa tiene como objetivo consolidar los cambios emprendidos 
y transferir el conocimiento acumulado. Las publicaciones reúnen las experiencias desarrolladas y 
sintetizan el conocimiento producido durante las tres primeras etapas, además de brindar apoyo a 
las acciones de formación de una amplia audiencia de profesionales del área.

Se elaboraron guías, manuales, investigaciones y modelos que asocian los conocimientos técnicos y 
normativos con la realidad observada en diferentes regiones del país, con la identificación de buenas 
prácticas y lineamientos para la realización de acciones de manera inmediata y facilitada.

Con el objetivo de compartir el conocimiento producido con una audiencia más amplia y difundir 
experiencias exitosas, el programa realizó la traducción de sus principales títulos al inglés y al español. 
La estrategia también incluye la promoción de eventos, cursos y capacitaciones con la participación 
de socios internacionales, así como la difusión de estos productos de conocimiento traducidos, con 
el objetivo de difundir buenas prácticas que inspiren posibilidades de transformación social en una 
escala global.

Rosa Weber

Presidente del Supremo Tribunal Federal y del Consejo Nacional de Justicia
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PRESENTACIÓN

El sistema prisional y la Justicia Juvenil en Brasil siempre han estado marcados por serios problemas 
estructurales, reforzados por responsabilidades difusas y la ausencia de iniciativas articuladas a nivel na-
cional basadas en evidencias y buenas prácticas. Este escenario comenzó a cambiar en enero de 2019, 
cuando el Consejo Nacional de Justicia (Conselho Nacional de Justiça – CN) comenzó a liderar uno de los 
programas más ambiciosos jamás lanzados en el país para la construcción de posibles alternativas a la 
cultura del encarcelamiento, el Justiça Presente [Justicia Presente].

Se trata de un esfuerzo interinstitucional inédito, con un alcance sin precedentes, que solo fue posible 
gracias a la alianza con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en la realización de 
actividades a escala nacional. El programa también cuenta con el importante apoyo del Ministerio de Justi-
cia y Seguridad Pública (Ministério da Justiça e Segurança Pública – MJSP), en la figura del Departamento 
Penitenciario Nacional (Departamento Penitenciário Nacional – DEPEN).

Las publicaciones de la Série Justiça Presente traen temas relacionados al programa, afectos al sistema 
penal, como la audiencia de control de detención, las alternativas penales, el monitoreo electrónico, la po-
lítica prisional, la atención a las personas egresadas del sistema prisional, sistema electrónico y la justicia 
juvenil, consolidando las políticas públicas y brindando un rico material para la capacitación y sensibiliza-
ción de los actores.

Es alentador darse cuenta del potencial de transformación de un trabajo realizado de manera colaborativa, 
que busca enfocarse en las causas en lugar de insistir en las mismas y conocidas consecuencias, sufridas 
aún más intensamente por las clases más vulnerables. Cuando la Suprema Corte del país entiende que al 
menos 800.000 brasileños viven en un estado de cosas que opera a margen de nuestra Constitución, no 
tenemos más remedio que actuar.

Los informes sobre monitoreo electrónico de personas incluyen material educativo con información esen-
cial para quienes, directa o indirectamente, trabajan con el asunto. Teniendo en cuenta el amplio abanico 
de temas que abarca el monitoreo, los informes, además de basarse en el “Modelo de Gestión para el Mo-
nitoreo Electrónico de Personas”, sintetizan especificidades en base en los deberes y atribuciones de las 
instituciones involucradas en los servicios de monitoreo en las siguientes publicaciones: Informe para el 
Sistema de Justicia; Informe para los Órganos de Seguridad Pública; y Informe para la Red de Políticas de 
Protección Social. Estas herramientas institucionales y organizativas son fundamentales para promover la 
implementación de una política nacional de monitoreo electrónico de personas que sea capaz de integrar 
a las instituciones en la calificación de los servicios, considerando la legalidad, la preservación de las ga-
rantías fundamentales de vida y dignidad humana de las personas monitoreadas.

José Antonio Dias Toffoli

Presidente de la Suprema Corte y del Consejo Nacional de Justicia
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RESUMEN

Este informe pretende orientar a los actores del Poder Judicial, de la Fiscalía, de la Defensoría 
Pública y de la abogacía acerca de los servicios de monitoreo electrónico. La base de la propuesta es 
el Modelo de Gestión para el Monitoreo Electrónico de Personas (Modelo de Gestão para a Monito-
ração Eletrônica de Pessoas), publicado en 2017, por medio de la asociación entre el Departamento 
Penitenciario Nacional (DEPEN) y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD); tam-
bién son consideradas las leyes y normativas posteriores a la publicación de dicho Modelo. Se com-
parte información sobre el funcionamiento de los servicios, los principios involucrados, con énfasis 
en los flujos, procedimientos y parámetros establecidos entre el Unidad de Monitoreo Electrónico 
y los órganos del Sistema de Justicia. Se destaca, como uno de los presupuestos del producto, la 
necesaria construcción de flujos e instancias de interacción entre las instituciones que componen 
el sistema penal en todas sus fases, lo que implica, por ejemplo, al Poder Ejecutivo, el Tribunal de 
Justicia, la Defensoría Pública y la Fiscalía. La prestación efectiva y calificada de los servicios de 
monitoreo electrónico, en todas sus etapas puede garantizarse por medio de la articulación, el enten-
dimiento común y la alineación de metodologías y estrategias entre las instituciones destacadas. Se 
prevé, de acuerdo con los presupuestos de la política nacional de monitoreo electrónico de personas, 
socializar tales perspectivas con las instituciones referidas, con foco en el desencarcelamiento y en 
la garantía de los derechos constitucionales de las personas monitoreadas. 
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con el monitoreo electrónico directa o indirecta-
mente, conozca los elementos más esenciales de 
los servicios en sus distintas fases, ya que se trata 
de una actividad con múltiples sujetos, saberes y 
etapas que necesariamente se relacionan. El mo-
nitoreo electrónico, política pública por excelen-
cia, no puede ignorar tales facetas. La aplicación 
y la ejecución de los servicios de monitoreo deben 
construirse en base a diálogos interinstituciona-
les y plurales, considerando, incluso, las múltiples 
dimensiones de las personas monitoreadas. 

Es imprescindible que los actores del Sis-
tema de Justicia comprendan el funcionamiento, 
las posibilidades y los límites de los servicios eje-
cutados por las Unidades de Monitoreo Electróni-
co. Esto, a su vez, favorece instancias de diálogo 
entre el Poder Judicial y el Poder Ejecutivo, con 
el objetivo de tornar más efectiva la aplicación 
del monitoreo y sus condiciones. El trabajo de los 
equipos multiprofesionales debe ser considera-
do como uno de los aspectos más esenciales en 
esta interacción, principalmente por la relevancia 
de los subsidios técnicos otorgados a los jueces 
para reevaluaciones y cambios durante la medida 
de monitoreo. 

El objetivo central de este producto es ofre-
cer material específico, abocado a orientar a los 
actores del Poder Judicial, de la Fiscalía, de la 
Defensoría Pública y de la abogacia acerca de 
los servicios de monitoreo electrónico. Además 
de introducir aspectos legales, el material consi-
dera las atribuciones y funciones específicas de 
los actores antes mencionados en la aplicación 
del monitoreo electrónico, y comparte elementos 
fundamentales del Modelo de Gestión para el Mo-
nitoreo Electrónico de Personas sobre el funcio-
namiento de los servicios, aportando conceptos 
y principios. Según esta base principiológica, las 
dimensiones prácticas son igualmente explici-
tadas, con énfasis en los flujos, procedimientos 
y parámetros establecidos en el Modelo para la 
ejecución de los servicios en las Unidades de Mo-
nitoreo Electrónico. 

Si bien los órganos del Sistema de Justicia, 
según sus deberes y atribuciones, no sean direc-
tamente responsables de la parte operativa de los 
servicios de monitoreo, consideramos relevante 
compartir tales aspectos, con miras a una pres-
tación de servicios más efectiva y calificada. Es 
importante que cada uno de los actores que lidian 

1. INTRODUCCIÓN
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Justicia (Conselho Nacional de Justiça – CNJ), 
el Consejo Nacional del Ministério Público (Con-
selho Nacional do Ministério Público – CNMP) y 
el Ministerio de Seguridad Pública (Ministério da 
Justiça e Segurança Pública – MJSP) que tiene 
como objetivo, justamente, establecer mejoras 
en el sistema de ejecución penal y de justicia 
penal, calificando la gestión de la información, el 
desarrollo y la integración entre sistemas infor-
máticos, así como la mejora en la implementa-
ción de las políticas de alternativas penales y de 
monitoreo electrónico (BRASIL, 2018a). Este tipo 
de intervención considera los entendimientos 
comunes y los diálogos, posibilitando acciones 
más concretas en la contención del número de 
personas privadas de liberdad preventivamente, 
en la calificación de la “puerta de entrada” en el 
sistema penal, en la reducción de la población 
carcelaria. 

Por lo tanto, tenemos en cuenta los cami-
nos de la política nacional, ya consolidados en 
el Modelo de Gestión, y también las experien-
cias de las Unidades de Monitoreo distribuidas 
en todo el país. Y, para que el monitoreo sea ca-
paz de alcanzar cada vez mayor efectividad, en 
base a las perspectivas de descarcelación y de 
la garantía de los derechos constitucionales de 
las personas monitoreadas, proponemos el diá-
logo con jueces/juezas, defensores/defensoras, 
promotores/promotoras y abogados/abogadas 
a partir de tales repertorios. Esperamos, a par-
tir de esto, que se den alineamientos locales en 
esta dirección.

Desde el punto de vista nacional, se des-
taca un importante avance en este horizonte, a 
partir del Acuerdo de Cooperación Técnica n.º 
39/2018 celebrado entre el Consejo Nacional de 
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Para ello, se presentarán los marcos legales 
involucrados, destacando un trazo de la cultura 
jurídica creada designadamente en el área proce-
sal penal en el siglo XX, que aún se refleja en las 
decisiones de algunos Tribunales de Justicia Bra-
sileños, aunque en conflicto con otros Tribunales. 
Luego de esta breve presentación, se comparará 
una sentencia reciente de la Corte Superior de 
Justicia (Superior Tribunal de Justiça – STJ) con 
un Precedente Vinculante de la Suprema Corte 
(Supremo Tribunal Federal – STF), con el objetivo 

2
Monitoreo electrónico: desafíos y 

posibilidades jurídicas y tecnológicas 

 El instituto jurídico del monitoreo elec-
trónico aún no ha agotado su objetivo ante los 
casos de aplicación en la legislación procesal 
penal y de ejecución penal en Brasil, siendo ne-
cesario avanzar en su devenir de realización. 
Para ofrecer un aporte en este tema, se eligie-
ron algunos desafíos y posibilidades jurídicas y 
tecnológicas para su aplicación, todo en sinto-
nía con el sistema constitucional vigente y las 
tecnologías actualmente disponibles y ya acce-
sibles en el territorio nacional.

Por Marco Aurélio Farias da Silva 
(Promotor de Justicia de la Fiscalía del Estado de Pernambuco)
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de identificar cómo los Tribunales aún siguen al-
gunas lecciones reveladas antes del advenimien-
to de la Constitución de la República Federativa 
de Brasil de 1988 (BRASIL, 1988), cuando se trata 
de una situación no prevista en la legislación. Y, 
finalmente, se ofrecerán algunas sugerencias y se 
resaltarán las razones de la discusión y la profun-
dización de los estudios sobre las posibilidades 
de utilización del monitoreo electrónico.

Los principales marcos legales sobre la 
aplicación de la pena privativa de libertad son 
el Código Penal (Código Penal – CP), estableci-
do por el Decreto Ley n.° 2.848/1940 (BRASIL, 
1940) y el Código del Proceso Penal (Código de 
Processo Penal – CPP), por el Decreto Ley n.° 
3.689/1941 (BRASIL, 1941). El CPP demarcó un 
rostro de la cultura jurídica brasileña que es el 
uso de la pena privativa de libertad como regla 
para la resolución de los conflictos penales, si-
guiendo el modelo inquisitorial e, incluso con 
los avances constitucionales para la implemen-
tación de un sistema penal acusatorio y reso-
cializador, que exige acciones interdisciplinarias 
para el proceso de inclusión social, sigue siendo 
difícil para la gran mayoría de los acusados res-
ponder en libertad a una acción judicial por la 
práctica de un delito punido con pena de reclu-
sión. 

Esta situación puede ser considerada como 
un reflejo de la cultura jurídica implementada por 
medio del CPP, especialmente porque sus institu-
tos fueron desarrollados por excelentes doctrina-
rios con gran aceptación en nuestros Tribunales 
e incluso ante la evolución de los institutos jurí-
dicos, así como el hecho de que las tecnologías 
disponibles de la Administración de Justicia aún 
no se utilizan satisfactoriamente, las lecciones 
de antaño tienden a orientar las actitudes de los 
operadores jurídicos de hoy.

Tal realidad judicial se puede evidenciar 
a través de la jurisprudencia de los Tribunales 
Brasileños, pero en esta ocasión se utilizará 
una sentencia reciente de a Corte Superior de 
Justicia que, por ser el guardián de la ley, revela 
cómo puede ser visto el Principio de la Dignidad 
de la Persona Humana (BRASIL, 1988, Artículo 
1º, inciso III) y también cómo la práctica foren-
se acoge, en este caso, el Precedente Vinculante 
Nº. 56 de la Suprema Corte (BRASIL, 2016a) que 
se transcribirá a continuación. Este Precedente 
Vinculante marca un camino para la preserva-
ción y la defensa de los derechos frente a la su-
perpoblación y el hacinamiento carcelario, pues 
es una vulneración de derechos causada por la 
falta de actuación de la Administración Pública, 
que no debe ser soportada por la población en 
situación de privación de libertad.

Así, existe una situación provocada por el 
Poder Ejecutivo, en tanto cuanto responsable de 
la política penitenciaria nacional, alineada con los 
desencuentros de las decisiones en el ámbito del 
Poder Judicial, que resulta en un hacinamiento y 
una superpoblación carcelaria en Brasil. Todo esto 
ocurre a pesar de los esfuerzos por reducir este 
número de personas en situación de privación de 
libertad, no obstante, las acciones de resocializa-
ción no logran el éxito esperado y, con ello, el uso 
de la pena privativa de libertad, ya sea a nivel cau-
telar o en la ejecución provisional o definitiva de 
la pena, comienza a problemarse: ¿cuáles son los 
límites jurídicos y tecnológicos para la aplicación 
del monitoreo electrónico en Brasil?

No se cree en una única y última respuesta, 
sin embargo, el monitoreo electrónico comenzó 
a cobrar fuerza en la perspectiva de reducir el 
hacinamiento y la superpoblación carcelaria; 
esto antes de la modificación del Artículo 319 
del CPP (BRASIL, 1941) y del cambio del sistema 
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sociedad en general, ya sea en función de las 
tecnologías puestas a disposición de todos los 
involucrados, ya sea por el gasto financiero, sin 
un mínimo de respuestas consistentes para el 
proceso de inclusión social y productiva.

Prácticamente, la utilización de esta tec-
nología puede haber desempeñado un solo as-
pecto, a saber, la vigilancia por la vigilancia y 
nada más y, a lo sumo, la utilización de los re-
portes producidos por el sistema informático 
para esclarecer la autoría de un delito, por dón-
de pasó la persona usuaria del monitoreo elec-
trónico o la constatación de que incumplió las 
condiciones impuestas para ser beneficiaria de 
la medida judicial en cuestión.

Ahora bien, el uso del monitoreo electró-
nico puede extenderse a diversas tecnologías, 
además de la utilizada en la actualidad y, consi-
derando estas posibilidades, se puede cuestio-
nar la propia tecnología utilizada para la actual 
tobillera electrónica.

También es importante observar que el uso 
de otras tecnologías puede reducir el costo ope-
rativo de las actuales tobilleras electrónicas y, lo 
que es más importante, desarrollar una dinámica 
de trabajo o una gestión de inclusión social y pro-
ductiva con el público usuario de este sistema y 
su respectivo núcleo familiar, ya que todo se ges-
tiona por sistemas informáticos.

De manera tímida se han visto algunos 
avances, pero el uso de medidas alternativas sue-
le ser mitigado judicialmente, como ejemplifica la 
siguiente sentencia, cuando se dejó de aplicar un 
régimen menos gravoso o arresto domiciliar, para 
mantener a alguien en régimen de cumplimiento 
de pena en una unidad penal sin las condiciones 
necesarias para recibir a otras personas por mo-
tivo de hacinamiento (BRASIL, 2018b):

de salida temporal y del arresto domiciliario pre-
vistas en la Ley n.° 7.210/1984, Ley de Ejecución 
Penal (BRASIL, 1984). La idea primaria siempre 
fue una alternativa a la prisión con inclusión so-
cial y productiva.

Con la Ley n.° 12.258/2010 (BRASIL, 2010, 
Artículo 144-B), se hizo posible el uso del moni-
toreo electrónico en la ejecución de la pena pri-
vativa de libertad, con la utilización de la tobillera 
electrónica, especialmente en el seguimiento de 
las salidas temporales y en el arresto domiciliar. 
Posteriormente, con la entrada en vigencia de la 
Ley n.° 12.403/2011 (BRASIL, 2011), fue posible 
aplicar esta misma modalidad de monitoreo elec-
trónico como medida cautelar y alternativa a la 
prisión preventiva, inclusive en la protección de la 
mujer en situación de violencia doméstica y fami-
liar. Sin embargo, no se instituyeron mecanismos 
para propiciar la inclusión social y productiva de 
las personas sometidas a este elemento legal. 
Dicha falta de apoyo institucional puede no con-
tribuir a frenar la reincidencia penal.

Estas dos posibilidades de aplicación del 
monitoreo electrónico en plena revolución 4.0, 
que presenta nuevas tecnologías tales como: 
blockchain, en combinación con otras tecnolo-
gías, como la internet de las cosas, la inteligencia 
artificial, el big data, los drones, etc. (IHU, 2017), 
muestra que la Administración de Justicia aún no 
se ha dado cuenta de que existen otros paradig-
mas tecnológicos a utilizar en favor del orden jurí-
dico, cuyo objetivo es tornar eficiente la aplicación 
de la ley penal, además de la tobillera electrónica. 

De hecho, el monitoreo electrónico, en la 
forma practicada, puede representar muy poco 
para las partes involucradas o, mejor dicho, para 
la persona privada de libertad y su familia, para 
la Administración Carcelaria, así como para la 
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PROCESO PENAL. RECURSO RE-
GIMENTAL EN EL RECURSO ESPE-
CIAL. CONDENADO SENTENCIADO 
A PENA EN EL RÉGIMEN INICIAL SE-
MIABIERTO. ORDEN DE PRISIÓN – 
DECRETADA DESPUÉS DE LA SEN-
TENCIA FIRME – NO CUMPLIDO. 
EJECUCIÓN PENAL NO INICIADA. 
AGRAVANTE EVADIDO. ALEGACIÓN 
DE POSIBILIDAD DE INDEBIDA PRI-
SÓN DE MODO MÁS GRAVE, POR 
FALTA DE VACANTES. SOLICITUD 
DE CUMPLIMIENTO EN RÉGIMEN 
ABIERTO O ARRESTO DOMICILIA-
RIO. IMPOSIBILIDAD. RECURSO RE-
GIMENTAL NO RECIBIDO.

1. En armonía con el Parte Ini-
cial del Precedente Vinculante Nº. 
56 del STF, esta Corte Superior de 
Justicia ha admitido la inclusión 
temporal de reeducandos en pri-
sión domiciliaria, en la hipótesis de 
constatación de ausencia de va-
cante en un establecimiento penal 
adecuado al régimen más gravoso, 
impuesto en la condena.

2. En el caso, quien apela fue con-
denado a cumplir su reprimenda 
en el régimen inicial semiabierto, 
habiéndose emitido orden de pri-
sión en su contra el 25/9/2017, 
después de la  sentencia firme. El 
condenado, no obstate, se abstuvo 

de iniciar la ejecución de la pena, 
motivo por el cual no le asiste el 
derecho a cumplir con la reprimen-
da impuesta en el arresto domici-
liario, bajo alegato de que no habría 
vacante en la prisón destinada al 
rescate de la pena de modo inter-
medio. Precedentes.

3. "Los argumentos de hacina-
miento y precarias condiciones del 
albergue no permiten, por sí so-
los, el otorgamiento del beneficio 
reclamado” (HC 240.715/RS, Rel. 
Ministra LAURITA VAZ, QUINTA 
TURMA, juzgado el 23/4/2013, DJe 
2/5/2013) (BRASIL, 2013).

4. Recurso regimental denega-
do. (Proceso: AgInt em el REsp 
1733240 / MA. RECURSO INTER-
NO EN EL RECURSO ESPECIAL 
2018/0078369-3. ministro ponen-
te Ribeiro Dantas (1181). Órgano 
Judicial T5 - Quinta Turma. Fecha 
del Juicio 24/5/2018. Fecha de Pu-
blicación/Fuente DJe 30/5/2018).

Preliminarmente, se observa la cultura 
procesal formada a partir del ya derogado Artí-
culo 594 del CPP, que exigía el traslado a prisión 
de la persona acusada para poder recurrir de la 
sentencia. Ocurre que la elaboración de diver-
sos artículos, publicación de libros y sentencias, 
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en la época en que se encontraba vigente este 
dispositivo fueron transferidos a la práctica del 
proceso penal y de la ejecución penal y, como 
resultado de la inercia de este pensamiento, no 
se examina el derecho, a nivel preventivo, de 
quienes no se trasladan a prisión como antes.

La resolución anterior, al parecer, solo con-
sidera esencial la no ejecución de la orden de pri-
sión, en detrimento de las condiciones de la uni-
dad penal previstas en el Precedente Vinculante 
n.º 56 de la Suprema Corte, que establece: “La 
falta de un establecimiento penal adecuado no 
autoriza el mantenimiento del condenado en un 
régimen penitenciario más grave, debiendo ob-
servar, en este caso, los parámetros fijados en el 
RE 641.320/RS” (BRASIL, 2016a). Por ello, no es 
razonable esperar una violación de derechos para 
preservarlo, pues el sistema judicial puede y debe 
actuar preventivamente.

Para complementar lo establecido en el 
Precedente Vinculante n.º 56 de la Suprema 
Corte, a continuación, se presentan los paráme-
tros establecidos:

En los términos del Cumplimien-
to de la pena en régimen cerrado, 
en el caso de que no haya vacan-
te en un establecimiento adecua-
do a su régimen. Violación de los 
principios de individualización de 
la pena (art. 5°, XLVI) y de la legali-
dad (art. 5°, XXXIX). La falta de un 
establecimiento penal adecuado 
no autoriza el mantenimiento del 

condenado en un régimen peniten-
ciario más severo. 3. Los jueces de 
ejecución penal podrán evaluar los 
establecimientos destinados a los 
regímenes semiabierto y abierto, 
para calificarlos como adecuados. 
Son aceptables los establecimien-
tos que no se califiquen como “co-
lonia agrícola, industrial” (régimen 
semiabierto) o “casa de albergue 
o establecimiento adecuado” (ré-
gimen abierto) (art. 33, § 1, b y c). 
Sin embargo, no debe haber aloja-
miento conjunto de personas pre-
sas de los regímenes semiabiertos 
y abiertos con personas presas 
del régimen cerrado. 4. En caso de 
déficit de vacantes, se deberá de-
terminar: (i) la salida anticipada del 
condenado en el régimen por falta 
de vacantes; (ii) la libertad moni-
toreada electrónicamente del sen-
tenciado que sale anticipadamente 
o es puesto en prisión domiciliaria 
por falta de vacantes; (iii) el cum-
plimiento de penas alternativas y/o 
estudio al sentenciado que progre-
sa al régimen abierto. Hasta que se 
estructuren las medidas alternati-
vas propuestas, se podrá diferir el 
arresto domiciliario del sentencia-
do. [RE 641.320, ministro ponen-
te Gilmar Mendes, P, j. 11/5/2016, 
DJE 159 de 1/8/2016, Tema 423] 
(BRASIL, 2016a).
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órgano jurisdiccional y el texto de la sentencia 
guarda silencio al respecto.

En base a estas observaciones, es preciso 
destacar que el fenómeno del delito tiene varias 
dimensiones, por lo que cualquier solución debe 
ser interdisciplinaria o, mejor dicho, el monitoreo 
electrónico debe ir acompañado de otras inter-
venciones estatales, especialmente de las políti-
cas públicas de inclusión social, salud, educación 
y trabajo/empleo, etc., como forma de responder 
al modelo penal de un Estado Democrático de 
Derecho. Es que el operador del derecho, muchas 
veces, insiste en no aceptar la interdisciplinarie-
dad para la resolución de un conflicto social que 
requiere algo más que una tipicidad jurídica.

En buena hora, la Suprema Corte amplió las 
posibilidades legales de la aplicación del moni-
toreo electrónico como una forma de armonizar 
derechos, deberes y garantías de protección in-
dividual y colectiva, sugiriendo que se incluyan 
los de naturaleza preventiva. No se trata de exi-
mir a alguien del cumplimiento de su pena, sino 
de asegurar su cumplimiento en obediencia a los 
principios constitucionales y, no sería incorrecto 
afirmar que ante otras situaciones no previstas 
en la ley o en el precedente vinculante, y para ha-
cer concreto el sistema de derechos y garantías 
constitucionales, pueden y deben emprenderse 
nuevas hipótesis jurídicas para la utilización del 
monitoreo electrónico.

En la misma línea, considerando la actual 
sociedad de control, se debe incrementar la for-
ma de monitoreo electrónico para que se puedan 
utilizar otras tecnologías, en la perspectiva de los 
controles electrónicos y no solo la tobillera, por 
ejemplo, brazaletes, lugares monitoreados por 
cámaras, etc. En otras palabras, la tecnología ya 
se puso a disposición, pero aún no ha logrado ser 

El ítem 3 de la sentencia proferida por la 
Corte Superior de Justicia revela la dinámica im-
puesta por el CPP en determinar una cultura pri-
sional, aun cuando las circunstancias fácticas 
atestiguan en contra del Principio Constitucional 
de la Dignidad de la  Persona Humana (BRASIL, 
1988, Artículo 1º, III), que exige el reconocimien-
to del sujeto de derecho en cualquier situación 
que se encuentre. Sin embargo, aún no existe 
una práctica lo suficientemente fuerte como para 
romper la doctrina anterior a la Constitución Fe-
deral de 1988 y admitir, por ejemplo, la aplicación 
del monitoreo electrónico.

Ahora bien, la orientación de la Suprema 
Corte (BRASIL, 2016a) es explícita en el sentido 
de que, si no hay vacantes, se deben tomar me-
didas de salida anticipada, monitoreo electrónico 
o arresto domiciliar, etc. Y, en el caso anterior, el 
Precedente Vinculante n.º 56 de la Suprema Corte 
(BRASIL, 2016a) dejó de ser observado por la Corte 
Superior de Justicia (BRASIL, 2018b), cuando éste 
aplicó el siguiente precedente jurisprudencial: 
“Los argumentos de hacinamiento y de precarias 
condiciones de la casa de albergue no permiten, 
por sí mismos, el otorgamiento del beneficio re-
clamado” (HC 240.715/RS, ministra ponente Lau-
rita Vaz, Quinta Turma, juzgado el 23/4/2013, DJe 
2/5/2013).

Respecto al caso en cuestión, aunque no se 
concediera el recurso, subsiste la necesidad de 
un habeas corpus ex officio (BRASIL, 1941, Ar-
tículo 654, párrafo 2°) para quienes estuvieran, 
por ejemplo, más tiempo en la prisión, hasta que, 
como mínimo, se adecuara la población carcela-
ria al número de vacantes existentes, con las de-
bidas remisiones a las autoridades responsables 
de las políticas públicas referidas a los derechos 
sociales, pues la irregularidad fue presentada al 
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vista y comprendida por la mayoría de los Ges-
tores Públicos del área prisional, por lo que los 
estudios sobre el tema continúan siendo impres-
cindibles para el desarrollo del proceso de inclu-
sión social y productiva basado en la aplicación 
de una pena privativa de libertad.

2.1. Medidas cautelares 
distintas de la prisión

Como se explicó en el texto anterior, la Ley 
n.º 12.403/2011 modificó el Código del Proceso 
Penal, admitiendo el monitoreo como medida 
cautelar distinta de la prisión. El monitoreo dejó 
de estar restringido a la ejecución penal y pasó a 
estar previsto como una medida alternativa a la 
prisión para denunciados (en el transcurso de la 
investigación policial) o acusados (en el proce-
so de acción penal), con el objetivo de impedir la 
prisión preventiva de estos durante el proceso, es 
decir, antes de que la sentencia penal condenato-
ria sea firme.

Las medidas cautelares distintas de la pri-
sión pueden aplicarse por separado o de forma 
acumulativa. Se observa que el monitoreo elec-
trónico es la última opción contemplada en esta 
disposición legal. Esto indica que el monitoreo 
electrónico debe aplicarse de manera subsidiaria y 
residual a otras modalidades legales, como instru-
mento para contener el encarcelamiento y reducir 
el alto número de personas privadas de libertad 
provisionalmente (Consejo Nacional de Justicia, 
Resolución n.º 213, Brasil, 2015a). Es decir, el mo-
nitoreo sólo está indicado cuando no existe otra 
medida cautelar menos gravosa, como alternativa 
a la prisión y no como alternativa a la libertad. La 
Ley n.º 12.403/2011 presenta nueve medidas cau-
telares distintas de la prisión preventiva: 

I — comparecencia periódica ante el tribu-
nal, en el plazo y en las condiciones fija-
das por el juez o jueza, para informar y 
justificar las actividades; 

II — prohibición de acceso o frecuencia a 
determinados lugares cuando, por cir-
cunstancias relacionadas con el hecho, 
el denunciado o acusado deba perma-
necer lejos de esos lugares para evitar 
el riesgo de nuevas infracciones; 

III — prohibición de mantener contacto con 
una persona determinada cuando, por 
circunstancias relacionadas con el he-
cho, el denunciado o acusado por ella 
deba mantener distancia; 

IV — prohibición de ausentarse de la jurisdi-
cción local cuando la permanencia sea 
conveniente o necesaria para la inves-
tigación o instrucción; 

V — recogimiento en el domicilio durante 
la noche y en los días libres cuando la 
persona investigada o acusada tenga 
residencia y trabajo fijos; 

VI — suspensión del ejercicio de función 
pública o de actividad de naturaleza 
económica o financiera cuando existe 
el temor de su uso para la práctica de 
infracciones penales; 

VII — internación provisoria del acusado en 
las hipótesis de crímenes practicados 
con violencia o amenaza grave, cuando 
los peritos concluyen ser inimputable o 
semi imputable (artículo 26 del Código 
Penal) y haya riesgo de reiteración; 

VIII — fianza, en las infracciones que la admi-
ten, para asegurar la comparecencia a 
actos del proceso, evitar la obstrucción 
de su proceso o en caso de resistencia 
injustificada a la orden judicial; 

IX — monitoreo electrónico.  
(Ley n.º 12.403/2011, Artículo 319). 
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La aplicación de medidas de protección 
de urgencia tiene como objetivo garantizar la 
protección de la mujer de forma rápida, a través 
de mecanismos de anticipación, es decir, me-
didas cautelares. Pueden ser adoptadas por el 
juez o jueza en cualquier fase procesal, desde 
la apertura de la investigación policial hasta 
la fase judicial, y su finalidad es garantizar la 
protección de la mujer y otros miembros de la 
familia en situaciones de violencia, así como 
garantizar la eficacia del proceso penal. Las 
medidas de protección de urgencia pueden 
aplicarse separada o acumuladamente. 

Son medidas de protección de urgencia, 
entre otras:

2.2. Medidas de protección de  
urgencia y monitoreo  
electrónico

La Ley n.º 11.340/2006, comúnmente co-
nocida como Ley Maria da Penha, crea meca-
nismos para frenar la violencia doméstica y fa-
miliar contra la mujer, de acuerdo con el párrafo 
8 del artículo 226 de la Constitución Federal, de 
la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer y de la 
Convención Interamericana para Prevenir, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. La 
ley también prevé la creación de los Juicios de 
Violencia Doméstica y Familiar contra la Mujer, 
así como altera el Código del Proceso Penal, el 
Código Penal y la Ley de Ejecución Penal. En su 
Artículo 5º configura como violencia domésti-
ca y familiar contra la mujer cualquier acción u 
omisión basada en el género que cause muerte, 
lesión, sufrimiento físico, sexual o psicológico y 
daño moral o patrimonial, en el ámbito de la uni-
dad doméstica, de la familia y en cualquier rela-
ción íntima de afecto, donde el agresor conviva o 
haya convivido con la agredida. La ley establece 
también que esas relaciones son independientes 
de la orientación sexual, lo que significa la posi-
bilidad de una agresión entre mujeres en una re-
lación homoafectiva. Entre los principales cam-
bios previstos en la ley, incluyen: la no remisión 
de casos a los Juicios Penales Especiales, elimi-
nando dicha violencia de la lista de crímenes de 
menor potencial ofensivo; la admisión de la pri-
sión en flagrante para casos de violencia domés-
tica y familiar contra la mujer; y el impedimento 
de la aplicación de la pena básica, exigiendo la 
instauración de la investigación policial. 

I — suspensión o restricción del porte de ar-
mas, lo cual se comunica al organismo 
competente, en los términos de la Ley 
n.° 10.826, del 22 de diciembre de 2003 
(BRASIL, 2003a); 

II — alejamiento del hogar, domicilio o lu-
gar de convivencia con la ofendida; 

III — prohibición de determinadas conductas, 
como: a) acercase a la ofendida, a sus fa-
miliares y testigos, por lo que se fija un lí-
mite mínimo de distancia entre ellos y el 
agresor; b) mantener contacto con la ofen-
dida, sus familiares y testigos por cualquier 
medio de comunicación; c) frecuentar lu-
gares determinados, con el fin de preser-
var la integridad física y psicológica de la 
ofendida; 

IV — restricción o suspensión de visitas a 
menores dependientes, previa consul-
ta al equipo de atención multidiscipli-
naria o servicio similar; 

V — prestación de alimentos provisorios. 

 (Ley n.º 11.340/2006, Artículo 22).
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El monitoreo electrónico, cuando se apli-
ca de forma acumulativa con las medidas de 
protección de urgencia, pretende aumentar la 
protección de la mujer en situación de violen-
cia doméstica y familiar. El equipo de monitoreo 
individual (tobillera) utilizado por el autor de la 
violencia permite seguir su geolocalización en 
tiempo real a través de los sistemas de informa-
ción. Para ello, se crean áreas de exclusión a las 
que no debe acceder la persona vigilada, como 
el domicilio de la mujer u otros lugares prohibi-
dos por la medida para preservar la integridad 
física y psicológica de la mujer. El seguimiento 
de la persona monitoreada permite detectar una 
eventual aproximación de las áreas de exclusión 
delimitadas judicialmente por medio de indica-
ciones en el sistema de monitoreo, así como 
otros incidentes de violación de área. La Uni-
dad de Monitoreo Electrónico tiene mecanismos 
para identificar tales aproximaciones y los pro-
pios incidentes, así como medios para tratarlos 
con el fin de garantizar el cumplimiento de la 
medida de alejamiento y asegurar igualmente la 
protección de la mujer. 

Es importante destacar que las medidas 
de protección de urgencia aplicadas con el mo-
nitoreo electrónico pueden llevarse a cabo sin 
utilizar la UPR (unidad portátil de rastreo). In-
cluso cuando las UPR no están disponibles o 
cuando la mujer no desea utilizarlas, las áreas 
de exclusión son informadas por el juez o jueza 
y aplicadas en el sistema de la Unidad, lo que 
es suficiente para el seguimiento de la medida y 
el posible tratamiento de incidentes de violación 
por el equipo responsable. 

La UPR, cuando esté disponible en los ser-
vicios de monitoreo, no debería ser obligatorio 
para la mujer en ninguna fase del proceso. La 

negativa a utilizarlo no debe generar castigos 
o sanciones, ya que la Ley Maria da Penha, la 
Ley de Medidas Cautelares y/o la Ley de Moni-
toreo no la obligan a utilizar el dispositivo para 
que se garanticen sus derechos y su protección 
social. Cuando se identifique la necesidad de 
monitorear en el cumplimiento de las medidas 
de protección de urgencia, la medida deberá ser 
aplicada por el juez o jueza y acompañada por 
la Unidad de Monitoreo, independientemente de 
que la mujer utilice, o no, la UPR. 

 El monitoreo electrónico, a pesar de ayudar 
a la protección de la mujer en situaciones de vio-
lencia doméstica, no es capaz de resolver la vio-
lencia de género, una cuestión que no sólo está 
relacionada con el uso de la fuerza, sino con la 
posición de las mujeres en la estructura social. El 
enfoque penal es insuficiente para gestionar los 
conflictos relacionales. La incapacidad del Es-
tado para resolver estos problemas es evidente, 
ya que los actos de violencia se configuran en un 
gran número de casos como resultado de con-
flictos de menor potencial ofensivo no resueltos. 
Los conflictos se vuelven recurrentes y se agra-
van por la incapacidad del Estado de garantizar 
espacios adecuados para su administración, lo 
que se traduce en el creciente número de actos 
violentos contra las mujeres. La aplicación indis-
criminada del monitoreo puede aumentar estos 
índices, ya que la vigilancia del hombre autor de 
violencia no significa la resolución, de hecho, de 
los conflictos. Es necesario, por tanto, garantizar  
el seguimiento del agresor y de la mujer en situa-
ción de violencia doméstica con derivaciones es-
pecíficas a la red de protección social y a la red de 
protección de la mujer, respectivamente. Es decir, 
priorizar las prácticas capaces de dar lugar, entre 
otras cosas, a la responsabilidad del agresor y a 
la autonomía/empoderamiento de la mujer.
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3
Datos recientes de la política  

de monitoreo electrónico

Brasil, según el Informe de Informaciones 
Penitenciarias (Levantamento de Informações 
Penitenciárias – Infopen) (BRASIL, 2017a), que 
aporta datos de junio de 2016, es el tercer país del 
mundo con mayor número de personas privadas 
de libertad: 726.712 personas1. El país sólo tiene 
menos personas privadas de libertad que Esta-
dos Unidos2 (2.145.100 personas privadas de li-
bertad) y que China (1.649.804 personas privadas 

1 Los datos del Infopen de junio de 2016 indican que los delitos 
relacionados con el tráfico de drogas son la mayor incidencia que 
lleva a las personas a las prisiones, con un 28% de la población 
carcelaria total. Los robos y hurtos llegan al 37%. Los homicidios 
representan el 11% de los delitos que causaron el arresto.
2 En el caso de Estados Unidos, es posible notar esfuerzos para re-
ducir el encarcelamiento en masa, lo que no ha ocurrido en Brasil.
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nes o medidas aplicadas en el año de 2017. Se 
considera aquí, así como en la tabla siguiente, el 
universo de 51.250 personas monitoreadas, ya 
que Santa Catarina no informó las modalidades 
de uso de las 265 personas monitoreadas en el 
estado en 2017.

3.1. Modalidades de uso de 
la política de monitoreo 
electrónico

27,92%
salida 
   temporal

5,92%
otros

21,99%
régimen 
semiabierto 
en arresto 

6,06%
régimen abierto en 

arresto 
domiciliario    

16,05%
régimen 

semiabierto en 
trabajo externo

17,19%
medidas cautelares 
distintas de prisión

2,83%
medidas de

protección de urgencia 
Ley Maria da Penha 0,09%

libertad condicional

1,94%
régimen cerrado en 
arresto domiciliario 

Fuente: DEPEN (BRASIL, 2017a)

En el año de 2017, según los datos del 
Diagnóstico (BRASIL, 2018c), 73,96% de las per-
sonas monitoreadas se encontraban en ejecu-
ción penal: salida temporal (27,92%); régimen 
semiabierto en arresto domiciliario (21,99%); ré-
gimen semiabierto en trabajo externo (16,05%); 

de libertad). Infopen también muestra que el 40% 
de las personas privadas de libertad son presos 
provisionales. El informe también indica que, del 
universo total de personas privadas de libertad en 
Brasil, el 55% tiene entre 18 y 29 años. Además, el 
64% de la población prisional está compuesta por 
personas negras. En cuanto a la escolaridad, el 
75% de la población prisional brasileña no ha lle-
gado a la escuela secundaria y menos del 1% de 
las personas privadas de libertad tiene un título. 
En relación con las plazas, el documento señala 
que el 89% de la población prisional se encuentra 
en unidades con déficit de plazas, independiente-
mente del régimen de cumplimiento de la pena, y 
que el 78% de las prisiones tienen más personas 
privadas de libertad que el número de plazas dis-
ponibles. Si se comparan los datos de Infopen de 
diciembre de 2014 con los de junio de 2016, se 
observa un crecimiento del déficit de plazas en 
el país que pasa de 250.318 a 336.491 plazas. La 
tasa de personas privadas de libertad por grupo 
de 100 mil habitantes aumentó en ese mismo pe-
riodo de 306,22 a 353 individuos.

Según el “Diagnóstico da Política de Mo-
nitoração Eletrônica” ["Diagnóstico de la Políti-
ca de Monitoreo Electrónico"] (BRASIL, 2018c), 
en 2017, hubo 51.515 personas monitoreadas 
en Brasil (89% hombres y 11% mujeres, un pa-
trón similar encontrado en la propia ejecución 
penal). En ese período, hubo Unidades de mo-
nitoreo electrónico implantadas en 25 Unidades 
de la Federación, siendo que, en 13 unidades, 
existían estructuras adicionales a la Unidad de 
Monitoreo Electrónico, comprendiendo puestos 
de primera atención en los Tribunales, lugares 
de instalación y mantenimiento, etc. El siguiente 
gráfico muestra el porcentaje de uso del moni-
toreo electrónico en el país, según los regíme-
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para 352,6 (junio de 2016) (personas privadas de 
libertad para cada 100 mil habitantes. 

De acuerdo con el Infopen de junio de 2016, 
Brasil paso a ocupar el tercer lugar entre los paí-
ses con mayor población prisional, lo que va en 
contra de las tendencias internacionales centra-
das en la descarcelación, la adopción de alter-
nativas penales y la cualificación de la puerta de 
entrada del sistema prisional. El aumento de la 
población prisional revela que el diseño de los 
servicios penales no está orientado a garantizar 
los compromisos internacionales asumidos por 
Brasil, como la reducción de la población prisio-
nal en un 10% para 20195.

Las posibilidades de respuesta, antes de 
considerar la criminalización primaria de con-
ductas, no alcanzan niveles razonables para fre-
nar el número de personas privadas de libertad 
provisionalmente en el país. En junio de 2016, el 
40% de las personas privadas de libertad en Bra-
sil aún no habían sido juzgadas y condenadas6: 
un hecho grave que viola la propia Constitución 
Federal. En este sentido, el Alto Comisionado de 
la ONU, al renovar las exigencias a Brasil en esta 
materia, destaca el elevado número de personas 
privadas de libertad provisionalmente y sugiere 
la adopción cualificada de medidas cautelares 
distintas de la prisión, entre las que se encuen-

5 El anuncio del acuerdo con la ONU se hizo en Ginebra, duran-
te una reunión cerrada entre la Secretaría Especial de Derechos 
Humanos (Secretaria Especial de Direitos Humanos) y ONG bra-
sileñas e internacionales en 2017. La meta de reducir el número 
de personas detenidas también está incluida el plan plurianual del 
Ministerio de Justicia de 2016-2019 (Brasil, 2017b).
6 Este dato prácticamente no cambió, considerando los levanta-
mientos del Infopen aquí utilizados: en el levantamiento de junio 
de 2014, esa población representaba 41% del total de personas 
privadas de libertad. En junio de 2016, 40% de la población prisio-
nal estaba compuesta por personas privadas de libertad provisio-
nalmente.

régimen abierto en arresto domiciliario (6,06%); 
régimen cerrado en arresto domiciliario (1,94%); 
libertad condicional (0,09%). Las medidas cau-
telares distintas de la prisión (17,19%) y las me-
didas de protección de urgencia (2,83%), que 
juntas suman apenas 20,02%, pueden dar lugar 
a hipótesis que indican la posibilidad de alter-
nativa al encarcelamiento pero el monitoreo 
electrónico en estos casos también puede servir 
apenas como una herramienta para la amplia-
ción del control penal.

Hasta el momento, hay dificultades para 
evaluar si el monitoreo se ha utilizado como 
alternativa a la prisión o como alternativa a la 
libertad. En cualquier caso, es posible notar, a 
la luz de la información prisional, algunos con-
tornos tomados por los servicios de monitoreo. 
Una primera lectura del último Infopen (BRASIL, 
2017a), que trae el informe nacional de informa-
ciones penitenciarias de junio de 2016, en com-
paración con los datos del Infopen de junio de 
2014 (BRASIL, 2015b)3, revelan un considerable 
aumento de la población prisional.  

En junio de 2014, había 607.731 personas 
privadas de libertad en Brasil. La cifra alcanzó los 
726.712 en junio de 2016, con el encarcelamiento 
de otras 118.981 personas. La tasa de encarcela-
miento4 también creció de 299,7 (junio de 2014) 

3 Los datos del Infopen de junio 2014 fueron usados como refe- 
rencia en la elaboración del primer diagnóstico nacional del mo-
nitoreo. Así pues, en términos metodológicos, las comparaciones 
que incluyan las cifras del Infopen se limitarán a los datos del In-
fopen de junio de 2014 y del Infopen de junio de 2016, que presenta 
información penitenciaria más reciente.
4 La tasa de encarcelamiento indica el número de personas encar-
celadas por cada 100.000 habitantes. Esta medida se utiliza para 
la comparación entre localidades con diferentes tamaños de po-
blación y para neutralizar el impacto del crecimiento de la pobla-
ción, permitiendo la comparación a medio y largo plazo.
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se ha concretado. La aplicación del monitoreo 
electrónico en la fase de la instrucción penal 
representa el 20,02% de los servicios — medi-
da cautelar (17,19%) y medida de protección 
de urgencia (2,83%). Este cuadro sigue siendo 
poco significativo para la contención del encar-
celamiento en masa. En cifras absolutas, hay 
8.810 personas monitoreadas en cumplimiento 
de medidas cautelares distintas de la prisión y 
1.452 personas monitoreadas en cumplimiento 
de medidas de protección de urgencia, que en 
conjunto suman 10.262 personas monitorea-
das en la fase de instrucción del proceso penal. 

tra el monitoreo electrónico. En estos términos 
el monitoreo, puede reducir en gran medida el 
número de personas privadas de libertad provi-
sionalmente, calificando la puerta de entrada al 
sistema prisional y generando la excarcelación. 
Además, el informe del Alto Comisionado de la 
ONU subraya la necesidad de que Brasil promue-
va medidas alternativas a la prisión, como son: 
las alternativas penales, el arresto domiciliario y 
monitoreo electrónico.

Los datos indican que la potencialidad del 
monitoreo en la contención del número de per-
sonas privadas de libertad provisionalmente no 
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dicional, lo que corresponde a 16,05% y 0,09% de 
los servicios. Aunque estas tasas han disminuido 
entre los años 2015 (19,89% y 0,17%) y 2017, las 
cifras absolutas indican un gran aumento del nú-
mero de personas monitoreadas en estas situa-
ciones (2015 — 3.425 y 29 personas monitorea-
das en el régimen semiabierto en trabajo externo 
y libertad condicional; 2017 — 8.228 y 48 perso-
nas monitoreadas en las modalidades respecti-
vamente mencionadas). Además, el número de 
Unidades Federales en las que fue posible identi-
ficar las dos situaciones que tienen previsión le-
gal cuestionada aumentó de 8 a 10 en el caso del 
monitoreo aplicado en régimen semiabierto en el 
trabajo externo y de 1 a 2 en el caso del monitoreo 
aplicado en situación de libertad condicional.

Las tablas siguientes muestran el número 
de personas monitoreadas por Unidad de la Fe-
deración en 2017, especificando los regímenes 
o medidas a las que están sujetas. Aquí se con-
sidera el universo de 51.250 personas, como en 
el gráfico que se muestra arriba, ya que Santa 
Catarina no informó las modalidades de uso de 
las 265 personas monitoreadas en 2017. Amapá 
no está contemplado en la tabla por no contar 
con los servicios de monitoreo implementados 
en 2017. São Paulo, por su parte, no conforma el 
análisis debido a la suspensión de los servicios 
en 2017. Roraima no reportó este dato porque los  
servicios de monitoreo fueron implementados en 
el mes de diciembre de 2017.   

Este total indica el bajo impacto de los servi-
cios de monitoreo electrónico en la reducción 
del número de personas privadas de libertad 
provisionalmente en el país, que, en junio de 
2016, alcanzó a 292.450 personas en un uni-
verso de 726.712 personas privadas de liber-
tad. Cabe resaltar que, aunque la tasa de per-
sonas privadas de libertad provisionalmente se 
mantuvo prácticamente invariable entre junio 
de 2014 (41%) y junio de 2016 (40%), el núme-
ro absoluto de personas en prisión provisional 
aumentó en este intervalo, con la incorporación 
de 42.782 personas privadas de libertad provi-
sionalmente.

En 2015, había 18.172 personas monito-
readas. En 2017, el número llegó a 51.515. En el 
intervalo de dos años, el universo de personas 
monitoreadas fue ampliado casi 3 veces, con el 
aumento de 33.343 personas monitoreadas. Es 
posible notar, a partir de los levantamientos na-
cionales mencionados, que el monitoreo no ha 
conseguido frenar las tasas de encarcelamiento 
ni reducir el número de personas que ingresan en 
el sistema prisional, incluso con las crecientes 
inversiones públicas en la política de monitoreo 
electrónico en varios estados brasileños. 

Este panorama indica, entre otras cosas, 
una tendencia conservadora en la conducción 
de la política de monitoreo electrónico, aplicada 
como herramienta de control en la ejecución pe-
nal, incluso en los casos que tienen disposición 
legal cuestionada, por ejemplo, el régimen se-
miabierto en el trabajo externo y la libertad con-



25Monitoreo Electrónico de Personas: Informe para el Sistema de Justicia 25

7

7 Según la información brindada por el estado de Bahia, a pesar de la estructura disponible para los servicios de monitoreo electrónico, las 
decisiones judiciales que aplican el monitoreo a nivel estadual comenzaron a surgir recién después de la publicación de la Disposición n.° 
2/2018 del Consejo General de Justicia del Tribunal de Justicia de Bahia, reglamentando el monitoreo electrónico en el ámbito del Poder 
Judicial Estadual, el 7 de febrero de 2018. Así, el marco inicial de los servicios en Bahia comenzó con una Decisión de la Suprema Corte, 
en una investigación que determinó el monitoreo electrónico de dos personas en 2017. La activación de los equipos de monitoreo se llevó 
a cabo el 16 de noviembre de 2017. La primera desinstalación de los equipos se realizó el 29 de noviembre de 2017 y la segunda el 4 de 
febrero de 2018, en cumplimiento de la decisión judicial.

3.2. Número de personas monitoreadas por Unidad de la 
Federación, según los regímenes y las medidas
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AC 61 640 17 0 0 0 53 144 0 915

AL 0 0 262 0 300 0 13 0 0 575

AM 0 49 82 11 17 452 0 12 0 623

AP - - - - - - - - - 0

BA 0 0 2 0 0 0 0 0 0 27

CE 201 642 1.607 313 0 0 118 0 0 2.881

DF 0 7 36 0 6 0 0 0 0 49

ES 1 106 0 0 0 21 0 20 0 148

GO 0 279 671 77 393 30 128 2 39 1.619

MA 0 148 867 0 25 1.264 15 0 0 2.319

MG 0 0 992 0 421 0 238 0 0 1.651

MS 0 0 3 0 47 0 0 28 0 78

MT 0 1.957 595 203 172 0 67 71 0 3.065
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PA 0 0 366 0 272 0 0 4 0 642

PB 0 0 300 0 0 0 0 0 0 300

PE 13.949 290 602 1.291 70 1.028 507 200 9 17.946

PI 0 12 304 0 0 0 21 3 0 340

PR 94 0 1.201 4.431 0 0 86 477 0 6.289

RJ 0 0 37 0 1.360 55 0 0 0 1.452

RN 0 0 13 559 0 2 0 12 0 586

RO 0 1.059 261 1.232 21 0 39 14 0 2.626

RR - - - - - - - - - 0

RS 0 5.043 103 0 0 0 0 0 0 5.146

SC - - - - - - - - - 0

SE 0 8 419 3 2 179 123 5 0 739

SP - - - - - - - - - 0

TO 4 1.032 70 108 0 1 44 0 0 1.259

Total 14.310 11.272 8.810 8.228 3.106 3.032 1.452 992 48 51.250

Fuente: DEPEN (BRASIL, 2017a)
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3.3. El costo del monitoreo 
electrónico

De acuerdo con el “Diagnóstico da Política 
de Monitoração Eletrônica” (BRASIL, 2018c), el 
promedio de costo mensual de alquiler de “tobi-
lleras” por persona es de R$ 267,92 y la mediana 
R$ 230,00. Es importante resaltar que el costo 
informado implica el pago mensual del dispo-
sitivo por persona monitoreada a las empresas, 
que comprende los procedimientos de instala-
ción y mantenimiento de las “tobilleras” y el sis-
tema de información. Es decir, no cubre el costo 
total de los servicios de monitoreo. La compo-
sición del costo de los servicios de monitoreo 
electrónico, según lo indicado por los gestores, 
debe incluir cálculos que consideren, como mí-
nimo, los siguientes gastos: remuneración de 
servidores y funcionarios diversos; cargas so-
ciales y laborales; alquiler de inmueble para La 
Unidad; impuestos y facturas de agua, energía 
y teléfono; mantenimiento del edificio; material 
permanente; material de consumo; vehículo; 
mantenimiento vehicular; formación y capacita-
ción continua de los  y de servidores otros fun-
cionarios.

Según el documento referido, algunas de-
fensas acerca de la ampliación de los servicios 
de monitoreo suelen basarse en la idea de la 
reducción de costos de forma simplista y erró-
nea. En esta lógica, se acostumbra considerar 
únicamente el valor mensual pagado por cada 
“tobillera” instalada, en contraposición al valor 
mensual relativo al servicio de custodia de una 
persona privada de libertad. Para lograr validez 
metodológica y servir como parámetro confia-
ble para la planificación de los servicios pena-
les como política pública, la comparación debe 
necesariamente considerar todos los elementos 
asociados al costo de ambos servicios. Lógica-
mente, el servicio de monitoreo electrónico no 
se estructura exclusivamente en la instalación 
de la “tobillera” y la vigilancia de las personas 
monitoreadas a través del sistema de informa-
ción. No es posible afirmar, por tanto, que los 
servicios de monitoreo sean más económicos 
que la prisión sin medir otros costos esencia-
les para su implementación (servidores y demás 
funcionarios, instalaciones físicas, etc.). Y, aun-
que el monitoreo pueda sugerir una economía 
de recursos comparado con los costos del sis-
tema prisional, como éste prevalece cuando se 
aplica en la ejecución, esto puede implicar una 
duplicación de los gastos.
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El alto número de personas privadas de 
libertad provisionalmente y el escaso uso del 
monitoreo electrónico en los casos de medi-
das cautelares indican que hay espacio para ser 
ocupado por el monitoreo como sustituto de la 
privación de libertad de las personas no conde-
nadas. Y, a pesar de la potencialidad de descar-
celación del monitoreo electrónico, lo que ob-
servamos es el uso significativo de los servicios 
con vistas a ampliar el control penal que actúa 
principalmente como mecanismo de gestión pri-
sional y no reduce el encarcelamiento. Se amplía 
el control penal, ya que, conforme las hipótesis 
previstas en la legislación brasileña, el monito-

4
¿Qué horizontes se deben buscar 

en los servicios de monitoreo electrónico?
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reo de personas privadas de libertad en salida 
temporal o en arresto domiciliar no promueve la 
descarcelación. La utilización de los servicios 
de monitoreo en casos de medida cautelar dis-
tinta de la prisión exige un análisis de quién será 
efectivamente monitoreado: el preso preventivo 
o el acusado/encausado que ya estaba respon-
diendo al proceso en libertad.

El monitoreo electrónico de personas sur-
ge y se expande como una política orientada por 
un imaginario social construido e reforzado so-
bre la validez de las prácticas represivas y la in-
tensificación del poder punitivo. Reconociendo 
el monitoreo electrónico como un instrumento 
de control penal, dirigido a la vigilancia de los 
individuos, y el hecho de que el uso de una to-
billera, por regla general, causa daños físicos y 
psicológicos, limita la integración social y no ge-
nera un sentido de responsabilidad, es necesa-
rio avanzar en otras direcciones. El objetivo es, 
a partir de estas conclusiones fundamentales, 
estudiar el potencial del monitoreo electrónico 
en la descarcelación y contener el número de 
personas privadas de libertad provisionalmente, 
sin ignorar ni negar los derechos de las perso-
nas monitoreadas, tal como lo establece la Ley 
de Ejecución Penal (BRASIL, 1984) y otras leyes. 

Entre los años de 2015 y 2016, el Mode-
lo de Gestión para el Monitoreo Electrónico de 
Personas (BRASIL, 2017c) fue producido con 
el objetivo de orientar los rumbos de la política 
nacional de monitoreo electrónico inducido por 
el DEPEN y también para calificar los servicios 
de monitoreo. Aparatos y lenguajes propios de 
las políticas públicas son activados en el Mode-
lo, que además de presentar un sólido esfuerzo 
teórico alineado con una profunda investiga-
ción empírica, el modelo propone, de acuerdo 

con una visión crítica de la cultura del encarce-
lamiento y la intensificación del control penal y 
del poder punitivo, conceptos, principios, direc-
trices, reglas, metodologías y herramientas de 
trabajo. La propuesta es un esfuerzo dirigido a 
la implementación de los servicios de monitoreo 
electrónico de forma sistémica y coherente, con 
objetivos y resultados tangibles, dirigidos efec-
tivamente a la descarcelación y reducción del 
número de personas privadas de libertad provi-
sionalmente en el país. 

Inducir la política de monitoreo electróni-
co, de acuerdo con las premisas y metodologías 
traídas en el mencionado Modelo, implica colocar 
el tema en las agendas públicas, lo que requiere 
la creación de consensos incluso antes de dirigir 
subsidios técnicos y financieros para su opera-
cionalización. Es necesario ofrecer y socializar un 
repertorio común a los actores directa o indirec-
tamente involucrados en los servicios de monito-
reo electrónico. 

Se entiende por  
monitoreo electrónico:

los mecanismos de restricción 
de la libertad y de intervención 
en conflictos y violencias, 
diferentes a la prisión, en el 
ámbito de la política penal, 
ejecutados por medios técni-
cos que permiten indicar la 
localización de las personas 
monitoreadas para el control y 
la vigilancia indirecta, orienta-
dos a la descarcelación 
(BRASIL, 2017c, p.14).
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derechos legalmente previstos para la persona 
monitoreada, lo que puede, a su vez, minimizar 
las pronunciadas vulnerabilidades que marcan a 
la población prisional brasileña. Con esto, des-
tacamos que la persona en cumplimiento de 
pena con monitoreo electrónico debe continuar 
teniendo los derechos establecidos en la Ley de 
Ejecución Penal (n.º 7.210/1984), como infor-
man, por ejemplo, los artículos:

Art. 10. 

La asistencia a las personas 
privadas de libertad e internos 
es deber del Estado, con 
el objetivo de prevenir los 
crímenes y orientar el retorno 
a la convivencia en sociedad..

Art. 11.  La asistencia será:

I — material;

II — a la salud;

III — jurídica;

IV — educativa;

V — social;

VI — religiosa.

Art. 40.

Todas las autoridades deben 
respetar la integridad física y 
moral de las personas detenidas 
y detenidas provisionalmente.

El concepto, además de situar el monito-
reo electrónico de personas en la política penal, 
señalando aspectos como el control y la vigilan-
cia, tiene una dimensión propositiva: la capaci-
dad de contención del encarcelamiento y de re-
ducción del alto número de presos preventivos. 
Así, el monitoreo no debe usarse solo como me-
canismo de gestión penitenciaria y control, in-
dicándose, caso por caso, solo cuando no apli-
que otra medida cautelar menos severa, como 
alternativa a la prisión y no como alternativa a 
la libertad.

El Departamento Penitenciario Nacional, 
así como el Consejo Nacional de Justicia, en el 
Protocolo I de la Resolución n.º 213/2015, como 
se detallará en las páginas siguientes, conciben 
el monitoreo como una medida excepcional, re-
comendando que se evalúe la aplicación de alter-
nativas penales antes del monitoreo. Esta orden 
es también la misma en la lista de las cautelares 
(Ley n.º 12.403/2011) y no se propone al azar, 
sino que se basa en repertorios teóricos y prác-
ticos que muestran el hecho de que el monitoreo 
no promueve la autorresponsabilidad de la per-
sona monitoreada, ni da lugar a la restauración 
de las relaciones y la promoción de la cultura de 
la paz. Es decir, los servicios de monitoreo no 
están orientados a procesos de autorreflexión y 
participación comunitaria, a diferencia de lo que 
ocurre en las metodologías aplicadas a las dife-
rentes modalidades de alternativas penales ya 
desarrolladas en el país8. 

En los casos de aplicación del monitoreo 
electrónico durante la ejecución penal, como 
viene ocurriendo en la mayoría de los estados 
brasileños, es fundamental garantizar todos los 

8 Para más información sobre las alternativas penales, consulte el 
Modelo de Gestión para las Alternativas Penales (Brasil, 2017d). 



31Monitoreo Electrónico de Personas: Informe para el Sistema de Justicia 31

Es obligación del Estado garantizar estos 
derechos a las personas monitoreadas mientras 
cumplen sus condenas. Así, por ejemplo, el de-
recho a un régimen semiabierto no puede con-
vertirse sin más en un arresto domiciliario con 
monitoreo sin que se garanticen al menos los 
derechos expresados en la ley, por el mero hecho 
de la falta de plazas o incluso de la descarcela-
ción. El Estado tiene que garantizar el acceso a 
las políticas públicas ya establecidas, y esto se 
aplica a todas las personas monitoreadas, tanto 
en la fase de instrucción como en la de ejecu-
ción penal. Es necesario garantizar, por lo tanto, 
que las condiciones aplicadas no constituyan un 
agravamiento de la pena y que sean analizadas 
de manera individualizada, situaciones que vie-
nen ocurriendo cada vez más en diversas Unida-
des Federales. 

Es fundamental, por tanto, consolidar la 
política de monitoreo de forma afirmativa y sis-
témica, según el principio común a todo orden 
democrático, es decir, la garantía y el fortaleci-
miento de los Derechos Humanos (fundamen-

Art. 41.  
Los derechos de las personas 
privadas de libertad  incluyen:

I — alimentación suficiente y vestuario;

II — asignación de trabajo y su remunera-
ción;

III — seguridad social;

IV — plan de ahorro;

V — proporcionalidad en la distribución 
del tiempo para el trabajo, el descanso 
y la recreación;

VI — ejercicio de las actividades profesiona-
les, intelectuales, artísticas y deporti-
vas anteriores, siempre que sean com-
patibles con la ejecución de la pena;

VII — asistencia material, a la salud, jurídica, 
educativa, social y religiosa;

VIII — protección contra cualquier forma de 
sensacionalismo;

IX — entrevista personal y privada con el 
abogado;

X — visita del cónyuge, de la pareja, de pa-
rientes y amigos en días determinados;

XI — llamada nominal;

XII — igualdad de trato salvo en lo que se re-
fiere a las exigencias de la individuali-
zación de la pena;

XIII — audiencia especial con la directoria 
del establecimiento;

XIV — representación y petición a cualquier 
autoridad, en defensa de un derecho;

XV — contacto con el mundo exterior a tra-
vés de la correspondencia escrita, la 
lectura y otros medios de información 
que no comprometan la moral y las 
buenas costumbres;

XVI — certificado de pena a cumplir, expe-
dido anualmente, bajo la responsabili-
dad de la autoridad judicial competen-
te. Incluido por la Ley n.º 10.713/2003 
(BRASIL, 2003b).
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resulte en la ampliación de las vulnerabilidades 
de las personas monitoreadas y en la restricción 
de derechos previstos.

Estamos frente a un desafío que conlleva, 
de modo inherente, un cambio paradigmático. 
Cambiar paradigmas en los servicios de monito-
reo implica reconocer que se trata de una política 
pública, una política penal, es decir, distinto a la 
política de seguridad pública en función de sus 
distintos sujetos y objetos. El principal sujeto de 
la política penal – esto se extiende al monitoreo 
electrónico – es el individuo, la persona monito-
reada (independientemente de la naturaleza de 
la medida y de la fase procesal). De allí la ne-
cesidad de establecer principios encaminados 
a garantizar los derechos fundamentales de las 
personas monitoreadas, así como el desarrollo 
de prácticas y flujos de rutinas en esta dirección.

A partir de este entendimiento inicial y con 
la intención de reforzar el compromiso de la po-
lítica nacional de monitoreo electrónico con la 
descarcelación, la intervención penal mínima, la 
promoción de los derechos humanos, la justicia 
social e, incluso, la protección de datos perso-
nales sensibles de las personas monitoreadas, 
cabe indicar los principios que conforman tales 
horizontes10:

10 Los principios se organizan en estos 4 grupos citados, totali-
zando 37 principios para los servicios de monitoreo electrónico. 
Se puede acceder en su totalidad a la descripción de cada uno de 
los principios, así como a la caracterización de las directrices y 
reglas, en el “Modelo de Gestão para a Monitoração Eletrônica de 
Pessoas” (BRASIL, 2017c, p. 111-154).

tales, políticos, económicos, sociales, cultura-
les, etc.) en la protección y desarrollo de la vida. 
Esto implica, igualmente, la aplicación subsidia-
ria y residual del monitoreo electrónico debido a 
otras modalidades legalmente previstas. Es de-
cir, ella debe ser siempre pensada como una me-
dida excepcional, indicada solo cuando no exis-
ta otra medida cautelar menos gravosa, como 
alternativa a la prisión, y no como alternativa a 
la libertad, como instrumento para contener el 
encarcelamiento y reducir el alto número de per-
sonas privadas de libertad provisionalmente. Y, 
en el caso de la aplicación durante la ejecución 
penal, todos los derechos legalmente previstos 
deben ser garantizados a la persona monito-
reada, pues ella no puede pretender mantener o 
acentuar cualquier tipo de vulnerabilidad, ni vio-
lar derechos9.

También pretendemos utilizar el monito-
reo con cautela, con rigor desde el punto de vista 
legal y metodológico en todas sus etapas, que 
su aplicación pueda incidir efectivamente en el 
desencarcelamiento y en la reducción del núme-
ro de presos preventivos en Brasil, sin que ello 

9 Varias personas monitoreadas que fueron acompañadas duran- 
te la producción del presente diagnóstico tuvieron el cumplimiento 
de la pena agravado debido a las condiciones aplicadas de forma 
homogénea para todos los individuos y basadas, muchas veces, 
en criterios no objetivos. Por ejemplo, a una persona monitorea-
da que cumplía un régimen semiabierto bajo arresto domiciliario 
no se le permitía salir de casa en ninguna circunstancia, indepen-
dientemente de que se sometiera a hemodiálisis. Esta restricción 
agravó notablemente el cumplimiento de la pena, poniendo inclu-
so en riesgo la vida de esta persona. Cabe señalar que mientras 
esperaba una audiencia de justificación de su "castigo", estuvo 
recluida en una unidad de régimen cerrado durante 30 días. La 
aplicación del monitoreo electrónico de forma no tan cuidadosa y 
basada en el análisis de casos concretos puede afrontarse a partir 
de los principios, directrices, reglas y metodologías propuestas en 
el Modelo de Gestión para el Monitoreo Electrónico de Personas. 
(BRASIL, 2017c).
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Intervención Penal Míni-
ma y Desencarceladora 

1 — Respuesta no contingente;

2 — Amplia prevención;

3 — Subsidiariedad e intervención 
penal mínima;

4 — Reserva de ley o de la legalidad;

5 — Presunción de inocencia; 

6 — Idoneidad;

7 — Necesidad; 

8 — Adaptación social;

9 — Adaptación jurídica; 

10 — Provisionalidad; 

11 — Proporcionalidad; 

12 — Imputación personal; 

13 — Responsabilidad por el he-
cho; 

14 — Instrumentalidad y simplici-
dad de los actos y de las for-
mas; 

15 — Límites del poder discrecional; 

16 — Separación de competencias; 

17 — Economía;

Promoción de los Derechos 
Humanos y la Justicia Social

18 — Dignidad y libertad;

19 — Menor daño;

20 — Normalidad;

21 — De las personas monitorea-
das electrónicamente como 
sujetos de sus procesos;

22 — Reconocimiento y respeto a 
las diferencias;

23 — Políticas para mujeres.

Protección de Datos 
Personales

24 — De la naturaleza sensible 
de los datos personales en el 
monitoreo electrónico;

25 — Privacidad;

26 — Limitación de la finalidad;

27 — Mínimo de información;

28 — Transparencia;

29 — Disponibilidad;

30 — Integridad;

31 — Confidencialidad;

32 — Autenticidad;

33 — De la Seguridad y de la Pre-
vención.
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Acción Integrada entre 
entes Federativos, 

Sistema de Justicia 
y Comunidad para el 
Desencarcelamiento 

34 — Interinstitucionalidad;

35 — Intercatividad o participa-
ción social;

36 — Interdisciplinaridad;

37 — Profesionalización de los 
servicios de monitoreo elec-
trónico y de sus estructuras de 
gestión.
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5
Acuerdo de Cooperación Técnica 

Celebrado entre el Consejo Nacional de 
Justicia, el Consejo Nacional  

del Ministerio Público y el Ministerio  
de Seguridad Pública

Entre los esfuerzos interinstitucionales 
orientados a la calificación de los servicios de 
monitoreo electrónico se destaca, en 2015, el 
Acuerdo de Cooperación Técnica firmado entre 
el Consejo Nacional de Justicia y el Ministerio de 
Justicia, con el propósito de componer y estruc-
turar las directrices y la promoción de la política 
de monitoreo electrónico de personas, en conso-
nancia con el respeto a los derechos fundamen-
tales (BRASIL, 2015c). El Modelo de Gestión para 
el monitoreo electrónico de personas se desa-
rrolló en esta dirección, como parte del plan de 
trabajo de dicho Acuerdo. El Modelo de Gestión 
y las acciones implementadas para su socializa-
ción y adhesión, por su parte, dieron lugar al di-
seño de otras acciones interinstitucionales.
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El Departamento Penitenciario Nacional, 
así como el Consejo Nacional de Justicia, en 
el Protocolo I de la Resolución n.° 213/2015, 
conforme se detallará a continuación, conci-
be el monitoreo como una medida excepcio-
nal, recomendando que se evalúe la aplicación 
de alternativas penales antes que el monitoreo. 
Este orden también es el mismo en el listado de 
medidas cautelares (Ley n.° 12.403/2011) y no 
se propone de forma aleatoria, sino en base a 
repertorios teóricos y prácticos que evidencian 
que el monitoreo no promueve la autorrespon-
sabilidad de la persona monitoreada, ni da lugar 
al restablecimiento de las relaciones, ni promue-
ve una cultura de paz. Es decir, los servicios de 
monitoreo no están orientados a procesos au-
torreflexivos y de participación comunitaria, a 
diferencia de lo que ocurre con las metodologías 
aplicadas a las diferentes modalidades de alter-
nativas penales ya desarrolladas en el país11.

11 Para más información sobre alternativas penales, consulte el 
Modelo de Gestión para las Alternativas Penales. (BRASIL, 2017d). 

En 2018, a partir de entendimientos comu-
nes entre el Consejo Nacional de Justicia, el Con-
sejo Nacional del Ministerio Público el Ministerio 
de Seguridad Pública en materia de monitoreo 
electrónico y de alternativas penales, se celebró 
el Acuerdo de Cooperación Técnica n.° 39/2018 
entre dichas instituciones (BRASIL, 2018a). El 
instrumento subraya el propósito de establecer 
mejoras en el sistema de ejecución penal y de 
justicia penal, especialmente en la calificación 
de la gestión de la información y en el desarro-
llo e integración entre sistemas informáticos, 
así como en la mejora de la implementación de 
políticas de alternativas penales y de monitoreo 
electrónico. Así, se enumeran una serie de ac-
ciones para calificar la política penal en Brasil, 
en las que se prevé el monitoreo como medida 
excepcional, siendo prioritaria la aplicación de 
las alternativas penales: 

o) Inducir la aplicación del 
monitoreo electrónico de 
modo subsidiario y residual a 
otras modalidades legalmente 
previstas, como un instrumen-
to para contener el encarcela-
miento y reducir el alto número 
de presos preventivos (BRA-
SIL, 2018).

g) Incentivar la aplicación de 
medidas cautelares distintas 
de la prisión y la respectiva de-
rivación del público a los Unida-
des Integradas de Alternativas 
Penales, como opción priorita-
ria, en sustitución del monito-
reo electrónico de personas y 
de la privación de libertad, ade-
más de priorizar la asignación 
de sanciones pecuniarias para 
el fomento y fortalecimiento de 
proyectos y servicios atinentes 
a las políticas de alternativas 
penales. 
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6
Resolución n.° 213/2015 del Consejo

Nacional de Justicia

En la aplicación de las medidas se deben 
observar las orientaciones y directrices del Con-
sejo Nacional de Justicia, a fin de asegurar los 
fundamentos legales y los propósitos de la medi-
da de monitoreo en carácter cautelar. En cuanto a 
los procedimientos para la aplicación y el segui-
miento de las medidas cautelares distintas de la 
prisión, que incluyen el monitoreo electrónico, la 
Resolución n.° 213/2015 del CNJ determina que 
deben adoptarse los siguientes principios:
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Reserva de ley o de la legalidad: 
La aplicación y el seguimiento de las medidas 
cautelares distintas de la prisión deben atenerse 
a las hipótesis previstas en la legislación y no se 
deben aplicar medidas restrictivas que extrapolen 
la legalidad.

I) 

Subsidiariedad e intervención 
penal mínima: 

Es necesario limitar la intervención penal al mí-
nimo y garantizar que el uso de la prisión sea un 
recurso residual junto al sistema penal, al privile-
giar otras respuestas a los problemas y conflictos 
sociales. Las intervenciones penales deben ate-
nerse a las violaciones más graves de los derechos 
humanos y restringirse al mínimo necesario para 
detener la violación, considerando los costos so-
ciales involucrados en la aplicación de la prisión 
cautelar o de medidas cautelares que impongan 
restricciones a la libertad. 

II)  

Dignidad y libertad: 
La aplicación y el seguimiento de 
las medidas cautelares distintas 
de la prisión deben primar por la 
dignidad y la libertad de las per-
sonas. Esta libertad presupone 
participación de las partes en la 
construcción de las medidas para 
garantizar la individualización, la 
reparación, la restauración de las 
relaciones y la medida justa para 
todos los involucrados.

IV)  

Individución, respeto 
a las trayectorias 

individuales y 
reconocimiento de las 

potencialidades:
En la aplicación y en el segui-
miento de las medidas caute-
lares distintas de la prisión se 
deben respetar las trayectorias 
individuales y promover solucio-
nes que comprometan positiva-
mente a las partes, al observar 
las potencialidades personales 
de los sujetos, destituir las me-
didas con un sentido de mera 
retribución sobre los actos del 
pasado, incompatibles con la 
presunción de inocencia ase-
gurada constitucionalmente. Es  
necesario promover sentidos 
emancipatorios para las perso-
nas involucradas, contribuir a la 
construcción de la cultura de la 
paz y a la reducción de las diver-
sas formas de violencia.

V)  

Presunción de inocencia: 
La presunción de inocencia debe garantizar a las 
personas el derecho a la libertad, a la defensa y al 
debido proceso legal, por lo que la prisión caute-
lar, así como la aplicación de medidas cautelares 
distintas de la prisión, se deben aplicar de forma 
residual. La concesión de la libertad provisional 
con o sin cautelares diferentes a la prisión es un 
derecho y no un beneficio, por lo que siempre 
debe considerarse la presunción de inocencia de 
las personas acusadas. De esa forma, la regla debe 
ser la concesión de la libertad provisional sin la 
aplicación de cautelares, para resguardar ese de-
recho sobre todo en relación con los segmentos 
de la población más vulnerables a procesos de cri-
minalización y con menor acceso a la justicia.

III)  
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Provisoriedad: 
La aplicación y el seguimiento de las medidas 
cautelares distintas de la prisión deben atenerse 
a la provisionalidad de las medidas, considerando 
el impacto desocializador que implican las res-
tricciones. La morosidad del proceso penal podrá 
significar un tiempo de medida indeterminado 
o injustificadamente prolongado, el que hiere la 
razonabilidad y el principio del mínimo penal. En 
ese sentido, las medidas cautelares distintas de 
la prisión deberán aplicarse siempre con la deter-
minación del término de la medida, además se 
asegurar la reevaluación periódica de las medidas 
restrictivas aplicadas.

VIII)

Responsabilización: 
Las medidas cautelares distintas 
de la prisión deben promover 
la responsabilización de la au-
tonomía y la libertad de los in-
dividuos involucrados en estas. 
En ese sentido, la aplicación y 
el seguimiento de las medidas 
cautelares distintas de la prisión 
deben establecerse a partir del 
compromiso de las partes y con 
este, de forma que la adecuación 
de la medida y su cumplimiento 
se traduzcan en viabilidad y sen-
tido para los involucrados.

VII)

Normalidad: 
La aplicación y el seguimiento de las medidas 
cautelares distintas de la prisión deben delinear-
se a partir de cada situación concreta, en sintonía 
con los derechos y las trayectorias individuales de 
las personas en cumplimiento de la medida. De 
esta forma, tales medidas deben primar por no 
interferir o por implicar el menor impacto posi-
ble en las rutinas y relaciones cotidianas de las 
personas involucradas, limitándose al mínimo ne-
cesario para la tutela pretendida por la medida, 
bajo el riesgo de profundizar los procesos de mar-
ginalización y de criminalización de las personas 
sometidas a las medidas.

IX) 

Respeto y promoción 
de las diversidades: 

En la aplicación y en el segui-
miento de las medidas cautelares 
distintas de la prisión, el Poder Ju-
dicial y los programas de apoyo a 
la ejecución deberán garantizar el 
respeto a las diversidades genera-
cionales, sociales, étnico/raciales, 
de género/sexualidad, de origen y 
nacional, salario y clase social, de 
religión, creencia, entre otras.

VI)
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De acuerdo con la Resolución mencionada, los siguientes elementos deben ser considerados 
por el Sistema de Justicia junto a las audiencias de control de detención, de acuerdo con el Proto-
colo I de la Resolución n.º 213 de 2015 del Consejo Nacional de Justicia:

No penalización de la pobreza: 
La situación de vulnerabilidad social de las personas procesadas y llevadas a la audiencia de 
control de detención no puede ser un criterio de selección en su contra en la consideración 
sobre la conversión de la detención en flagrante delito en prisión preventiva. Especialmente 
en el caso de personas en situación de calle, la conveniencia de la instrucción criminal o la 
dificultad de comparecer a actos procesales no es una circunstancia apta para justificar la 
prisión procesal o medida cautelar, por lo que se deben garantizar, igualmente, las derivacio-
nes sociales de forma no obligatoria, siempre que sean necesarias, y preservar la libertad y la 
autonomía de los sujetos.

X) 

i)
 A partir de la presentación de 

motivación para su decisión en 
los términos del artículo 310 
del CPP, resguardando el prin-
cipio de la presunción de ino-
cencia, le corresponderá al juez 
o jueza conceder la libertad 
provisional o imponer, de forma 
fundamentada, la aplicación de 
medidas cautelares distintas 
de la prisión, solamente cuan-
do sean necesarias y deberá 
justificar por qué no se aplica-
rán cuando se decide ordenar 
la prisión preventiva;

ii)
 Garantizarle a la persona pro-

cesada el derecho a la atención 
médica y psicosocial eventual-
mente necesarias y resguardar 
la naturaleza voluntaria de tales 
servicios, a partir de la derivación 
a las Unidades Integradas de 
Alternativas Penales u organis-
mos similares, evitando la apli-
cación de medidas cautelares 
para el tratamiento o la interna-
ción obligatoria de personas con 
trastorno mental o dependencia 
química en conflicto con la ley y 
detenidas en flagrante delito, en 
disconformidad con lo previs-
to en el artículo 4° de la Ley n.º 
10.216, de 2001 (BRASIL, 2001) 
y en el artículo 319, inciso VII, del 
Decreto n.º 3.689, de 1941.
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iii)
 Articular, en un nivel local, los 

procedimientos adecuados pa- 
ra derivar a las personas en 
cumplimiento de medidas cau-
telares distintas de la prisión 
hacia las Unidades Integradas 
de Alternativas Penales u orga-
nismos similares, así como los 
procedimientos de acogida de 
los cumplidores, seguimiento 
de las medidas aplicadas y de-
rivaciones a políticas públicas 
de inclusión social.

 En jurisdicciones locales don-
de no existan las Unidades 
mencionadas, se buscará, a 
partir del equipo psicosocial 
del Juzgado responsable de 
las audiencias de control de 
detención, la integración de la 
persona procesada en redes 
amplias junto a los gobiernos 
del estado y municipalidad, 
para garantizarle la inclusión 
social de forma no obligatoria, 
según las especificidades de 
cada caso.

iv)
 Articular, en un nivel local, los 

procedimientos adecuados 
para la derivación de las per-
sonas en cumplimiento de la 
medida cautelar distinta de la 
prisión prevista en el artículo 
319, inciso IX, del Código Pro-
cesal Penal, a las Unidades de 
Monitoreo Electrónico de Per-
sonas, así como articular los 
procedimientos de acogida de 
las personas monitoreadas, el 
seguimiento de las medidas 
aplicadas y las derivaciones a 
políticas públicas de inclusión 
social.
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El Consejo Nacional de Justicia indica de forma específica procedimientos para la aplicación y 
el seguimiento de medidas cautelares distintas de la prisión en la modalidad de monitoreo electróni-
co. El Consejo, con el objetivo de asegurar los fundamentos legales y las finalidades de la medida de 
monitoreo electrónico con carácter cautelar, recomienda que se consideren, de manera especial, las 
siguientes orientaciones y directrices explicitadas en el Protocolo I de la Resolución n.° 213:

a) Alternativa efectiva a la prisión pre-
ventiva: la aplicación del monitoreo 
electrónico será excepcional, por lo 
que debe utilizarse como una alterna-
tiva a la prisión preventiva y no como 
un elemento adicional de control para 
personas procesadas que, por las cir-
cunstancias determinadas en el juicio, 
ya responderían al proceso en libertad. 
De esa forma, el monitoreo electrónico 
como una medida cautelar distinta de 
la prisión deberá aplicarse exclusiva-
mente a personas acusadas de delitos 
dolosos punibles con pena privativa de 
libertad máxima superior a 04 (cua-
tro) años o condenadas por otro delito 
doloso, en una sentencia del juzgado, 
sujeto a lo dispuesto en el inciso I del 
caput del artículo 64 del Código Penal 
Brasileño, así como a personas que 
cumplen medidas de protección de ur-
gencia acusadas por un crimen que in-
volucre violencia doméstica y familiar 
contra la mujer, niños, adolescentes, 
adultos mayores, enfermos o personas 
con discapacidad, siempre de forma 
excepcional, cuando no aplique otra 
medida cautelar menos gravosa.

b) Necesidad de Adecuación: la medida 
cautelar del monitoreo electrónico so-
lamente podrá aplicarse cuando se ve-
rifique y fundamente la necesidad de 
la vigilancia electrónica de la persona 
procesada o investigada, después de 
que se demuestre la inaplicabilidad de 
la concesión de la libertad provisional, 
con o sin fianza, y la insuficiencia o 
inadecuación del resto de las medidas 
cautelares distintas de la prisión, consi-
derando siempre la presunción de ino-
cencia. De la misma forma, el monito-
reo solamente deberá aplicarse cuando 
se verifique la adecuación de la medida 
con la situación de la persona proce-
sada o investigada, así como aspectos 
objetivos relacionados con el proceso-
crimen, sobre todo en cuanto a la des-
proporcionalidad de la aplicación de 
la medida de monitoreo electrónico en 
situaciones en las cuales no se aplica-
rá pena privativa de libertad al final del 
proceso, en caso de que haya condena.
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c) Provisionalidad: al considerar la grave-
dad y la amplitud de las restricciones 
que el monitoreo electrónico impone 
a las personas sometidas a la medida, 
su aplicación deberá atender especial-
mente la provisionalidad para garan-
tizar la reevaluación periódica de su 
necesidad y adecuación. No se admi-
ten medidas de monitoreo electrónico 
aplicadas por un plazo indeterminado 
o por plazos demasiado largos (por 
ejemplo, seis meses). El cumplimiento 
regular de las condiciones impuestas 
judicialmente debe considerarse como 
un elemento para la revisión del moni-
toreo electrónico aplicado, revelando 
que el control excesivo que impone es 
innecesario, que podrá ser sustituido 
por medidas menos gravosas que fa-
vorezcan la autorresponsabilidad de la 
persona procesada en el cumplimiento 
de las obligaciones establecidas, así 
como su inclusión social efectiva.

d) Menor daño: la aplicación y el segui-
miento de medidas de monitoreo elec-
trónico deben estar orientadas a la 
minimización de daños físicos y psi-
cológicos causados a las personas 
monitoreadas electrónicamente. Se 
debe buscar el fomento a la adopción 
de flujos, procedimientos, metodolo-
gías y tecnologías menos dañinas para 
la persona monitoreada y minimizar la 
estigmatización y las limitaciones cau-
sadas por la utilización del dispositivo. 

e) Normalidad: la aplicación y el segui-
miento de las medidas cautelares de 
monitoreo electrónico deberán buscar 
reducir el impacto causado por las res-
tricciones impuestas por el uso del dis-
positivo y limitarse al mínimo necesario 
para la tutela que pretende la medida, 
bajo el riesgo de profundizar los proce-
sos de marginalización y de criminali-
zación de las personas sometidas a las 
medidas. Se debe buscar la aproxima-
ción al máximo de la rutina de las per-
sonas monitoreadas en relación con la 
rutina de las personas no sometidas al 
monitoreo electrónico para favorecer 
la inclusión social. De esa forma, es 
imprescindible que las áreas de inclu-
sión y exclusión y otras restricciones 
impuestas, como eventuales limitacio-
nes de horarios, sean determinadas de 
forma modesta y les presten atención 
a las características individuales de las 
personas monitoreadas y sus nece-
sidades de realización de actividades 
cotidianas de diferentes dimensiones 
(educación, trabajo, salud, cultura, ocio, 
deporte, religión, convivencia familiar y 
comunitaria, entre otras).
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La audiencia de control de detención debe asegurar que la prisión preventiva no sea usurpada por 
una posible intención de anticipar una eventual pena, debiendo utilizarse solo “cuando no correspondiera 
sustituirla por otra medida cautelar” (Artículo 282, § 6º, CPP, BRASIL, 1941). Además, la Resolución citada 
indica que la aplicación del monitoreo electrónico debe ser residual, previniendo su crecimiento exponencial:

La aplicación del monitoreo elec-
trónico será excepcional, por lo que 
debe utilizarse como una alternativa 
a la prisión preventiva y no como un 
elemento adicional de control para 
procesados que, por las circunstan-
cias determinadas en el juicio, ya 
responderían al proceso en libertad. 
De esa forma, el monitoreo electró-
nico como una medida cautelar dis-
tinta de la prisión deberá aplicarse 
exclusivamente a personas acusa-
das de delitos dolosos sancionables 
con pena privativa de libertad má-
xima superior a 4 años o condena-
das por otro delito doloso, en una 
sentencia del juzgado, sujeto a lo 
dispuesto en el inciso I del caput del 
art. 64 del Código Penal Brasileño, 
así como a personas que cumplen 
medidas de protección de urgencia 
acusadas por un crimen que invo-
lucre violencia doméstica y familiar 
contra la mujer, niños, adolescentes, 
adultos mayores, enfermos o per-
sonas con discapacidad, siempre 
de forma excepcional, cuando no 
aplique otra medida cautelar me-
nos gravosa (Resolución CNJ n.º 
2013/2015, BRASIL, 2015a).
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7
Resolución n.° 5/2017 del Consejo 

Nacional de Política Penal y Penitenciaria

La Resolución n.o 5/2017 del Consejo Na-
cional de Política Penal y Penitenciaria (CNPCP) 
instituye la política de implementación del moni-
toreo electrónico en el ámbito de las medidas de 
protección de urgencia, procedimientos investi-
gativos, proceso penal de conocimiento y de eje-
cución penal (BRASIL, 2017e). Hay elementos y 
detalles relevantes presentados en la Resolución, 
especialmente si consideramos la brevedad de los 
contenidos enumerados en las leyes brasileñas 
que abordan el monitoreo. La Resolución en cues-
tión considera, además de la legislación vigente 
sobre el tema, la Resolución n.° 213/2015 del Con-
sejo Nacional de Justicia (BRASIL, 2015a) y mate-
riales diversos que integran el Modelo de Gestión 
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la defensa y al debido proceso legal, debiendo la 
prisión preventiva, así como la aplicación de me-
didas cautelares distintas de la prisión, ser apli-
cadas de forma residual. Se destaca la excepcio-
nalidad en la aplicación del monitoreo en el caso 
de las medidas cautelares, subrayando que su 
necesidad debe ser verificada y fundamentada 
mediante la demostración de la inaplicabilidad 
de la concesión de la libertad provisioria, con o 
sin fianza, y la insuficiencia o inadecuación de las 
demás medidas cautelares.

para el Monitoreo Electrónico de Personas (BRA-
SIL, 2017c) que estaban publicados al momento 
de su redacción, como: el “Relatório sobre a im-
plementação da Política de Monitoração Eletrôni-
ca no país” (BRASIL, 2015d) y las “Diretrizes para 
Tratamento e Proteção de Dados na Monitoração 
Eletrônica de Pessoas” (BRASIL, 2016b). 

El contenido tiene una capacidad de orien-
tación en la aplicación y ejecución del monito-
reo electrónico, dialoga con los propósitos del 
presente diagnóstico y, en consecuencia, del 
Modelo de Gestión (BRASIL, 2017c) que guía la 
política de monitoreo. El monitoreo es tratado 
a partir de su potencial desencarcelador y en 
efectiva sustitución a la privación de libertad, en 
particular cuando se aplica como medida caute-
lar distinta de la prisión, en consonancia con los 
términos del artículo 319, inciso IX, del Código 
del Proceso Penal (Inciso IX, agregado por la Ley 
n.° 12.403/2011). Agrega también que, incluso 
con previsión del uso de equipos de monitoreo 
electrónico como medida cautelar distinta de la 
prisión, su uso en esta circunstancia solo debe 
ocurrir en casos de estricta necesidad, en carác-
ter excepcional, considerando la perspectiva de 
la libertad provisoria sin la referida restricción, o 
de aplicación de una medida cautelar distinta a 
la prisión menos gravosa. 

Además de indicar cautela en la aplica-
ción del monitoreo, privilegiando otras medidas 
menos severas, al especificar la aplicación de la 
medida en el contexto de las medidas de protec-
ción de urgencia y en el proceso penal de cono-
cimiento, la Resolución enfatiza que, a partir de 
la presunción de inocencia, principio y expresión 
del Estado Democrático de Derecho, se debe ga-
rantizar a las personas el derecho a la libertad, a 

Art. 17 

El monitoreo electrónico, como medida 
cautelar distinta de la prisión, debe aplicar-
se exclusivamente:

I — A personas acusadas por delitos do-
losos punibles con pena privativa de 
libertad máxima superior a 4 años, o 
condenadas por otro delito doloso, 
con sentencia firme, resguardado lo 
dispuesto en el inciso I del caput del 
art. 64 del Código Penal Brasileño;

II — Para garantizar el cumplimiento de 
medidas de protección de urgencia 
en delitos de violencia doméstica y 
familiar contra mujeres, niños, adoles-
centes, ancianos, enfermos o personas 
con discapacidad.

Párrafo único — En el caso del inciso II, el 
monitoreo solo podrá aplicarse cuando 
exista incumplimiento de una medida de 
protección de urgencia anteriormente apli-
cada, excepto en los casos en que la grave-
dad de la violencia justifique su aplicación 
inmediata.
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12 

12 Los principios enumerados en la Resolución n.o 5/2017 del CNPCP (BRASIL, 2017e) y sus significados son trabajados también en el Mo-
delo de Gestión para el Monitoreo Electrónico de Personas (BRASIL, 2017c).

La Resolución n.° 5/2017 señala 12 prin-
cipios12 que deben regir la aplicación y el segui-
miento del monitoreo electrónico, tanto en la fase 
de instrucción como en la fase de ejecución penal:

I — Reserva de la ley o legalidad, por lo que 
la medida de monitoreo electrónico no 
podrá ser aplicada en un caso no previs-
to en la legislación que implique agra-
vamiento de la condición procesal o de 
cumplimiento de la pena de la persona 
sometida a la medida, ni determinar 
restricciones adicionales no previstas 
en la legislación a las personas monito-
readas;

II — Subsidiariedad e intervención penal 
mínima, por lo que tanto la prisión 
como el monitoreo electrónico deben 
entenderse como medidas excepcio-
nales, restringiéndolas a las más graves 
violaciones de los derechos humanos 
y al mínimo necesario para frenar esa 
violación, privilegiando siempre que 
sea posible la aplicación de medidas 
menos graves;

III — Presunción de inocencia, por lo que la 
aplicación de la medida cautelar no 
puede asumir el sentido de punición, 
debiendo garantizarse la plena defen-
sa y el debido proceso legal antes de la 
aplicación de las sanciones;

IV — Dignidad, por el cual la aplicación de 
la medida no puede implicar formas 
degradantes de cumplimiento o una 
falta de respeto a los derechos funda-
mentales;

V — Necesidad, por el cual la medida solo 
podrá aplicarse cuando se considere 
imprescindible la vigilancia electrónica 
de la persona, a partir de la evaluación 
en el caso concreto, demostrada la in-
suficiencia de medidas menos graves 
para la tutela judicial pretendida;

VI — Adecuación social, por lo cual se debe 
evaluar la plena capacidad y las con-
diciones de cumplimiento por parte 
de la persona, considerando horarios y 
demás elementos relacionados con las 
condiciones sociofamiliares y de traba-
jo, salud, creencias religiosas, estudio, 
entre otros;

VII — Adecuación jurídica, por el cual no 
debe aplicarse la medida cautelar de 
monitoreo electrónico en los casos en 
los que eventuales condenas futuras 
no supondrán el cumplimiento de una 
pena privativa de libertad;

VIII — Provisoriedad, por lo cual las medidas 
deberán perdurar por un plazo razona-
ble cuando se apliquen en la fase de 
conocimiento, y deben ser revocadas 
siempre que se muestren inadecuadas 
o innecesarias.

IX — Individualización de la pena o de la 
medida, por lo cual se deben conside-
rar las particularidades de cada perso-
na, con reconocimiento de trayectorias 
y potencialidades individuales;

X — Normalidad, por lo que las restriccio-
nes impuestas en las medidas deberán 
ceñirse al mínimo posible y necesario 
para la tutela de la disposición judicial, 
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Si bien el documento no especifica la de-
finición de las áreas de inclusión o exclusión, 
menciona que tales parámetros deben ser de-
finidos en observancia de los principios de nor-
malidad y de menor daño, evitando al máximo 
ampliar vulnerabilidades sociales o afectar las 
relaciones sociales, de trabajo, estudio, acceso 
a servicios de salud y otros servicios públicos. El 
capítulo V profundiza, en cierta medida, el tema 
de la protección de datos al abordar la sensibi-
lidad de estos. El Artículo 23 señala que los da-
tos personales relacionados con el monitoreo 
electrónico deben ser considerados datos per-
sonales sensibles por naturaleza, pues presen-
tan inherentemente un potencial lesivo y discri-

asegurando el menor perjuicio posible 
a la rutina normal de la persona moni-
toreada electrónicamente;

XI — Protección de datos, por lo que los da-
tos recogidos en los servicios de moni-
toreo electrónico se consideran datos 
personales sensibles, en virtud de su 
potencial lesivo y discriminatorio, de-
biendo recibir un tratamiento y pro-
tección adecuados; y

XII — Menor daño, por lo que los servicios de 
monitoreo electrónico deben buscar 
minimizar los daños físicos, psicológi-
cos y sociales causados por el uso de 
los equipos y por las restricciones im-
puestas por las medidas.

minatorio no solo para la persona monitoreada, 
sino también para las mujeres en situación de 
violencia doméstica y familiar, así como fami-
liares, amigos, vecinos y conocidos que tengan 
sus datos personales vinculados al sistema de 
monitoreo electrónico. Así, como recomienda el 
Conselho Nacional de Justiça en la Resolución 
n.º 213/2015, la Resolución n.º 5/2017 del Con-
sejo Nacional de Política Penal y Penitenciaria 
enfatiza las restricciones en términos de acceso 
e intercambio de datos:

Art. 24 

El acceso a los datos y a la in-
formación de la persona mo-
nitoreada estará restringido a 
los funcionarios expresamente 
autorizados que necesiten co-
nocerlos en virtud de sus atri-
buciones.

Párrafo único - Las eventuales 
solicitudes de información so-
bre personas monitoreadas, 
para fines de investigación 
penal, deberán ser solicitadas 
formalmente a la autoridad ju-
dicial competente.
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8
Aplicación: recomendaciones

complementarias
 

Además de los elementos señalados an-
teriormente, se recomienda que los jueces y 
juezas y demás actores del Sistema de Justi-
cia observen las siguientes orientaciones com-
plementarias a la Resolución N°. 213/2015 del 
Consejo Nacional de Justicia y de la Resolución 
5/2017 del Consejo Nacional de Política Penal y 
Penitenciaria:
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Aplicar el monitoreo electrónico en ca-
rácter cautelar solo de modo residual y 
cuando este se evalúe como necesario, 
considerando los derechos fundamen-
tales de las personas involucradas y 
cuando el resto de las medidas caute-
lares sean insuficientes; 

a) 

Al defensor público o al abogado desig-
nado les corresponderá siempre pedir 
en primera instancia la libertad por ile-
galidad de la detención sin condiciones 
y, solamente de forma subsidiaria, que 
se determine la libertad condicionada a 
la medida cautelar, reservando la apli-
cación del monitoreo electrónico como 
última posibilidad; 

b)  

Evitar excesivas medidas cautelares 
aplicadas en conjunto con el monito-
reo electrónico, que establecen un ex-
ceso de restricciones, lo que implica 
una mayor dificultad para el cumpli-
miento de las medidas; 

d)  

Aplicar el monitoreo electrónico con-
siderando la escucha calificada de la 
persona por parte de un equipo multi-
disciplinario, que examina la necesidad 
de la medida según el contexto de los 
hechos apuntados y las condiciones ob-
jetivas y subjetivas de cumplimiento; 

e)  

Evitar sobredimensionar el área de ex-
clusión y disminuir demasiado el área 
de inclusión, sobre todo para minimizar 
restricciones en las rutinas de trabajo, 
estudio, tratamientos médicos y socia-
bilidad de las personas monitoreadas; 

f)  

Tomar en cuenta la capacidad opera-
cional de las Unidades de Monitoreo 
Electrónico, lo cual involucra la canti-
dad de dispositivos disponibles y de 
personal para el debido seguimiento de 
la medida; 

c)  

Considerar un plazo determinado en la 
aplicación de la medida de monitoreo 
electrónico, de máximo 90 días, y per-
mitir una prorrogación única con base 
en una decisión fundamentada, por el 
plazo máximo del mismo periodo; 

g)

Reevaluar la aplicación de la medida de 
monitoreo electrónico, durante el plazo 
determinado, cuando el informe elabo-
rado por el equipo multiprofesional de 
la Unidad de Monitoreo Electrónico in-
forme la necesidad de sustituirla por una 
medida menos gravosa o su manteni-
miento;

h)
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Asegurar que los datos recolectados 
durante el monitoreo electrónico no 
sean compartidos con terceros, salvo 
por autorización judicial en caso de que 
la persona monitoreada figure como 
sospechosa o acusada en investigacio-
nes policiales específicas, en función 
del potencial dañino y discriminatorio 
en el tratamiento de dichos datos y se 
aplica lo mismo para familiares, amigos, 
vecinos y conocidos, así como a muje-
res en situación de violencia doméstica 
y familiar a quienes eventualmente les 
hayan recolectado y tratado sus datos 
en cualquier momento por parte de la 
Unidad de Monitoreo Electrónico; 

j)

Garantizar el derecho a la información 
de las personas en cumplimiento de la 
medida de monitoreo electrónico, se-
gún la situación procesal, las condicio-
nes de cumplimiento de la medida, las 
fechas de inicio y fin de la medida, los 
periodos previstos para la revalidación 
de la medida, los servicios y asistencias 
ofrecidos; 

i)

Evaluar notificaciones y oficios derivados 
por las Unidades de Monitoreo Electróni-
co que involucran incidentes en el cum-
plimiento de la medida para asegurar el 
mantenimiento o la restauración de la 
medida de libertad, al adoptar, cuando 
sea necesaria, la audiencia de justifica-
ción para reprogramar la medida junto al 
cumplidor; 

k) 

Evitar la aplicación del monitoreo en los 
casos en que la eventual superveniencia 
de la decisión condenatoria no propor-
cione la aplicación de pena privativa de 
libertad; 

m)  

Fomentar la inclusión social de la per-
sona monitoreada de forma no obliga-
toria, de acuerdo con las especificida-
des, a partir de la articulación del Poder 
Judicial y de la Unidad de Monitoreo 
Electrónico con otras políticas públicas, 
tales como trabajo, educación, salud y 
asistencia social y promover la articula-
ción en redes amplias junto a los gobier-
nos de los estados y municipalidades; 

l) 

Evitar la aplicación del monitoreo elec-
trónico cuando la medida sea inade-
cuada según las condiciones o circuns-
tancias de la situación de la persona 
procesada o investigada, sobre todo para 
grupos socialmente vulnerables como 
personas en situación de calle; perso-
nas con problemas de abuso de drogas; 
adultos mayores; personas responsables 
de individuos dependientes; personas 
con trastornos mentales/psiquiátricos; 
personas que residen, trabajan, estudian 
o deben realizarse tratamientos médicos 
en lugares sin GPS y/o telefonía celular o 
con señal inestable de estos, por lo que 
se privilegia, en esos casos, la aplicación 
de otras medidas cautelares más ade-
cuadas a la situación de las personas en 
casos concretos, así como la derivación 
facultativa a la red de protección social; 

n)
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Considerar las peculiaridades de gru-
pos que históricamente sufren discrimi- 
naciones y prejuicios como los negros, 
la población LGBT+, las poblaciones in-
dígenas, extranjeros, etc.; 

o) 

No imponer condiciones adicionales no 
previstas en la legislación para el cum-
plimiento de la medida de monitoreo 
electrónico, como la asistencia a cursos, 
a tratamientos médicos, a la iglesia, insti-
tucionalización en albergues, entre otros; 

p)  

Asegurar el mantenimiento y el acce-
so al trabajo, educación, salud, cultura, 
deporte, ocio, espacios de sociabilidad 
comunitaria y/o religiosa, cuando se 
aplique y se realice el seguimiento de la 
medida de monitoreo electrónico; 

r)  

Participar en los espacios de formula-
ción, implementación y evaluación de 
la política de monitoreo electrónico con 
foco en el desencarcelamiento y en la 
promoción de los derechos humanos; 

s)  

Fomentar la utilización de tecnologías 
menos dañinas para la persona monito-
reada para minimizar daños físicos, psi-
cológicos y sociales, estigmatización y 
limitaciones causadas por el uso del dis-
positivo; 

q) 
Viabilizar proyectos e intervenciones 
interdisciplinarias junto a la Sociedad 
Civil, con el objetivo de erradicar violen-
cias, procesos de marginalización y de 
criminalización de las personas moni-
toreadas y difundir prácticas democrá-
ticas de prevención y de administración 
de conflictos. 

t)
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En el caso específico de las Medidas de Protección de Urgencia, especialmente cuando la Uni-
dad Portátil de Rastreo (UPR) está disponible en los servicios de monitoreo electrónico, se recomien-
da a los jueces y juezas y demás actores del Poder Judicial que observen también las siguientes 
orientaciones:

Considerar, inicialmente, la aplicación 
de medidas de protección de urgen-
cia o de otras medidas cautelares sin el 
monitoreo electrónico; 

a) 

Tomar en cuenta la capacidad operacio-
nal de las Unidades de Monitoreo Elec-
trónico en la aplicación del monitoreo, 
lo cual involucra la cantidad disponible 
de dispositivos de monitoreo individual 
(tobilleras) y de las unidades portátiles 
de rastreo, así como del personal para el 
debido seguimiento de la medida; 

b)  

Evitar sobredimensionar el área de ex-
clusión en el caso de medidas de pro-
tección de urgencia con la aplicación 
del monitoreo electrónico, consideran-
do un radio máximo de 300 metros en 
la delimitación de estas, salvo en cir-
cunstancias excepcionales en que el 
caso concreto revele la necesidad de 
áreas mayores, para posibilitar un mejor 
seguimiento y priorizar el tratamiento 
de incidentes que involucren, de hecho, 
una aproximación real entre la mujer y 
el actor de violencia, distinguiendo de 
forma más precisa incidentes y even-
tuales desplazamientos;

d)  

Garantizarle a la mujer en situación de 
violencia doméstica y familiar un espa-
cio de escucha calificada por los profe-
sionales del equipo multidisciplinario 
de la Unidad de Monitoreo Electrónico, 
de modo que esta pueda optar libre-
mente por el uso de la unidad portátil 
de rastreo según la información reci-
bida sobre las medidas de protección, 
del uso y de la función de la UPR, es de-
cir, crear áreas de exclusión dinámicas 
a partir de la aproximación geográfica 
entre el autor de la violencia y la mujer; 

e)  

Aplicar el monitoreo electrónico con ca-
rácter cautelar en el caso de las medi-
das de protección de urgencia solo de 
modo residual y cuando esta se evalúe 
como necesaria para la protección de 
la mujer en situación de violencia do-
méstica y familiar, considerando los de-
rechos fundamentales de las personas 
involucradas y cuando el resto de las 
medidas de protección u otras medidas 
cautelares parezcan insuficientes; 

c)  



54Monitoreo Electrónico de Personas: Informe para el Sistema de Justicia 54

No imponer el uso de la unidad por-
tátil de rastreo a mujeres en situación 
de violencia doméstica y familiar como 
una condición para la aplicación o se-
guimiento de la medida y facultar la 
posibilidad del monitoreo de la medida 
de protección solo a partir de áreas de 
exclusión determinadas judicialmente; 

f)  

No aplicar castigos a la mujer en situa-
ción de violencia doméstica y familiar 
que opte por interrumpir el uso de la 
unidad portátil de rastreo durante las 
medidas y asegurar la continuidad de 
las medidas de protección de urgencia 
con monitoreo electrónico a partir del 
autor de violencia; 

g)

Garantizar derivaciones orientadas a la 
inclusión social de la mujer en situación 
de violencia doméstica y familiar de for-
ma no obligatoria, de acuerdo con las 
especificidades a partir de la integración 
y de la articulación del Sistema de Jus-
ticia con la red de protección a la mujer 
y otras redes de inclusión social junto a 
los gobiernos de los estados y municipa-
lidades, tales como las políticas públicas 
orientadas al acceso al trabajo, educa-
ción, salud y asistencia social; 

h)

Participar en los espacios de construc-
ción de la política de monitoreo elec-
trónico para viabilizar proyectos e in-
tervenciones interdisciplinarias junto 
a la Sociedad Civil, con el objetivo de 
erradicar violencias de género, valores 
y prácticas asociados al paradigma san-
cionador, así como difundir prácticas 
democráticas de prevención y de admi-
nistración de conflictos. 

i)  
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9
 Desencarcelamiento de mujeres 

y monitoreo electrónico

El siguiente tópico es extremadamente rele-
vante, ya que a pesar de que la mayor representa-
ción de género en el sistema prisional es masculi-
na, los datos de junio de 2016 del Infopen (BRASIL, 
2017a) indican que el crecimiento de la población 
carcelaria femenina es aproximadamente tres 
veces mayor que el de la población masculina, 
al menos en los últimos 15 años. El rigor penal 
contra la mujer se ha exacerbado en los últimos 
tiempos, llegando incluso a los hijos de estas mu-
jeres. Es decir, junto al encarcelamiento femenino 
crece el número de niños y adolescentes que se 
encuentran bajo la red del poder penal y punitivo.

Las siguientes recomendaciones se basan 
en el Estatuto del Niño y del Adolescente (Esta-
tuto da Criança e do Adolescente – ECA), Ley n.º 

8.069/1990, que aborda la protección integral del 
niño y del adolescente (BRASIL, 1990); en el Marco 
Legal de la Primera Infancia, Ley n.º 13.257/2016 
que contempla las políticas públicas para la primera 
infancia, estableciendo principios y directrices para 
la formulación e implementación de políticas públi-
cas para la primera infancia en atención a la especi-
ficidad y relevancia de los primeros años de vida en 
el desarrollo infantil y en el desarrollo del ser huma-
no (BRASIL, 2016c); en el Decreto n.º 9.370/2018, 
que concede el indulto especial y la conmutación 
de penas a las reclusas (BRASIL, 2018d); en las Re-
glas de Bangkok, también conocidas como Reglas 
de las Naciones Unidas para el tratamiento de las 
reclusas y medidas no privativas de la libertad para 
las mujeres delincuentes, que proponen  una mira-
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13

13 Desde 2015 he acompañado personas monitoreadas electróni-
camente. Muchas sufren daños físicos y psicológicos irreparables. 
No es infrecuente ver casos de personas que se han quemado con 
las tobilleras, han recibido descargas eléctricas y/o han tenido 
abrasiones o lesiones por el uso del dispositivo.

de hasta 12 años y/o niños discapacitados bajo su 
responsabilidad, se recomienda el arresto domi-
ciliario sin monitoreo electrónico, ya que el uso de 
una tobillera:

da diferenciada de las especificidades de género en 
el encarcelamiento femenino, tanto en el ámbito de 
la ejecución penal como en la priorización de me-
didas no privativas de libertad, evitando la entrada 
de mujeres en el sistema carcelario (UN, 2010); en 
la Norma Administrativa (Portaria) n.º 210, de 16 
de enero de 2014 (BRASIL, 2014), que establece 
la Política Nacional de Atención a Mujeres en Si-
tuación de Privación de Libertad y Egresadas del 
Sistema Prisional (Política Nacional de Atenção às 
Mulheres em Situação de Privação de Liberdade e 
Egressas do Sistema Prisional – PNAMPE); en el 
Habeas Corpus colectivo n.º 143.641, São Paulo, 
ministro ponente Ricardo Lewandowski, pacientes: 
todas las mujeres sujetas a prisión cautelar en el 
sistema prisional nacional que estén en condición 
de embarazadas, de puérpera o sean madres de ni-
ños bajo su responsabilidad de hasta 12 años de 
edad, la decisión prevé la sustitución de la prisión 
cautelar o preventiva de estas mujeres por el arres-
to domiciliario (BRASIL, 2018e); en la Resolución 
Conjunta n.º 1/2018 (BRASIL, 2018f) del Consejo 
Nacional de Política Penal y Penitenciaria (CNPCP) 
y del Consejo Nacional de Asistencia Social (Con-
selho Nacional de Assistência Social – CNAS), que 
califica la asistencia social a las familias de las 
personas encarceladas y egresadas del Sistema 
Prisional en el Sistema Único de Asistencia Social 
(Sistema Único de Assistência Social – SUAS).

De acuerdo con los principios del Modelo 
de Gestión (BRASIL, 2017c), específicamente los 
relacionados con el reconocimiento y el respeto 
de las diferencias y las políticas para las mujeres, 
destacamos el deber del Poder Público de garan-
tizar los derechos y las políticas para las mujeres, 
de acuerdo con las especificidades de género. Te-
niendo en cuenta las leyes y otras normativas des-
tacadas, especialmente en el caso de las mujeres 
embarazadas, de puérperas o de madres con hijos 

a) Impide o dificulta rutinas de las muje-
res embarazadas que necesitan un se-
guimiento médico durante la atención 
prenatal, ausentándose de sus hogares 
durante periodos de tiempo imprecisos 
debido a las exigencias del servicio pú-
blico de salud;

b) Viola o dificulta el acceso continuado 
a derechos que deben ser garantiza-
dos a los niños, en función de las res-
tricciones impuestas a las madres;

c) Posibilita nuevos procesos de crimi-
nalización de las madres que, por sus 
restricciones, pueden verse impedidas 
de asumir todas sus responsabilida-
des y deberes para con sus hijos;

d) Viola el derecho a la salud, ya que la 
inexistencia de estudios capaces de 
evaluar los daños físicos y psicológi-
cos14 causados por el monitoreo elec-
trónico colocan en riesgo la integridad 
de las mujeres y también de los niños;

e) Genera incomodidades y estigmatiza 
a las mujeres y también a los niños;

f) Dificulta tratamientos de salud, aten-
ción a los trastornos mentales y a las 
enfermedades terminales.
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Dicho esto, recomendamos que el moni-
toreo electrónico no se aplique a las mujeres de 
forma general. En el caso de mujeres en prisión 
preventiva en condición de gestantes, puérperas 
o madres con hijos de hasta los 12 años bajo su 
responsabilidad, recomendamos el arresto do-
miciliar sin monitoreo electrónico, en función de 
los daños que la tobillera puede ocasionar, tanto 
a las madres como a los niños. Es fundamental 
atender a la importancia de la convivencia fami-
liar y del restablecimiento de vínculos sociales, 
evitando el uso innecesario del monitoreo elec-
trónico cuando es posible aplicar otras medidas 
e incluso el propio arresto domiciliar.

La aplicación del monitoreo electrónico 
en estos casos, además de recomendarse de 
forma subsidiaria, debe tener lugar solo en ca-
sos excepcionales. Los servicios de monitoreo 
electrónico deben guiarse por los derechos de 
la persona monitoreada, independientemente 
de cualquier atributo de su identidad social, ser 
tratada con respeto y consideración, haciendo 
frente a cualquier acción resultante de juicios 
de valor. Esto se torna aún más imprescindi-
ble cuando se trata de mujeres embarazadas, 
puérperas o madres con niños de hasta 12 años 
bajo su responsabilidad. Es decir, además de la 
obligación del Estado de garantizar los dere-
chos de la mujer en todas sus especificidades, 
también deben garantizarse los derechos de 
los niños, incluyendo todo tipo de protección. 
Es obligación del poder público garantizar que 
estos niños no sean, por ejemplo, estigmatiza-
dos y criminalizados. Así, la tobillera electrónica 
debe evitarse, especialmente, para las madres 
que están en arresto domiciliar, pero también en 
cualquier etapa de instrucción o ejecución pe-
nal, recomendándose otras posibilidades pre-
vistas en las leyes y normas brasileñas.

El control penal propio del monitoreo elec-
trónico, frente a las posibilidades de respuesta 
penal ya existentes, se configura, así, como un 
exceso. El monitoreo aplicado en estos casos 
funciona como un instrumento para negar dere-
chos a las mujeres, acentuando vulnerabilidades 
históricas a las que están expuestas, además de 
violar sistemáticamente los derechos de los ni-
ños. El monitoreo aplicado en estas situaciones 
desconoce el principio de imputación personal 
porque afecta a los niños, sobrepasando a la 
persona en cumplimiento de la medida de mo-
nitoreo. Se imputan tratos discriminatorios y le-
sivos a las madres monitoreadas y, obviamente, 
a los niños, lo que implica rutinas marcadas por 
un constante carácter punitivo o vejatorio. Es 
notorio, debido al imaginario social construido 
sobre la prisión y, a su vez, sobre el monitoreo 
electrónico, que los niños son objeto de exclu-
sión y discriminación en espacios sociales di-
versos: barrios, guarderías, escuelas, hospitales, 
plazas, parques, etc. Estas dinámicas, eviden-
temente, tienen el potencial de perpetuarse en 
la adolescencia y en la fase adulta, provocando 
una sistemática producción y reproducción de 
vulnerabilidades y criminalización, contribuyen-
do incluso a la retroalimentación del selectivo 
sistema penal. 

Para hacer frente a la reproducción de 
estas estructuras que, en Brasil, adquieren aún 
más vigor debido al acceso diferenciado a los 
derechos que deberían ser universales, en contra 
de los fundamentos de la propia Constitución, es 
urgente garantizar los derechos y la protección 
a las mujeres embarazadas, puérperas, o que 
son madres de niños de hasta 12 años bajo su 
responsabilidad, y, en consecuencia, a los niños. 
Recomendamos también que:
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Por otro lado, si el monitoreo se aplica a mu-
jeres embarazadas, puérperas o madres con hijos 
de hasta 12 años bajo su responsabilidad y que 
estén en cumplimiento de pena, es fundamental 
que, a partir del principio de individualización de la 
pena, se apliquen condiciones específicas basa-
das en estudios e informes elaborados por equi-
pos multiprofesionales (trabajador social y psicó-
logo, al menos). Así, las condiciones impuestas 
por el monitoreo no pueden acentuar vulnerabili-
dades y generar nuevos procesos criminalizantes 
relacionados, por ejemplo, con el deber de susten-
to, custodia y educación de los hijos.

Independientemente de si estas mujeres 
están monitoreadas electrónicamente (en ins-
trucción o en ejecución penal), es necesario resal-
tar que el Estado tiene la obligación de garantizar 
a estas mujeres la atención a través de la red del 
Sistema Único de Asistencia Social (SUAS), ade-
más del Sistema Único de Salud (Sistema Único 
de Saúde – SUS). Por lo tanto, las condiciones 
aplicadas (con o sin monitoreo electrónico) deben 
estar claramente registradas para habilitar – en 
lugar de impedir o crear obstáculos – dicha aten-
ción, que, a su vez, debe dar lugar a una protec-
ción social efectiva, con remisiones, orientaciones 
y directrices claras y eficaces.

Considerando las posibilidades legales y 
las respuestas penales ya existentes, el monito-
reo electrónico no debe aplicarse a mujeres pri-
vadas de libertad preventivamente en condición 
de gestantes, puérperas o madres con hijos de 
hasta 12 años bajo su responsabilidad. Aún con-
siderando la misma lista de posibilidades legales, 
no recomendamos el monitoreo electrónico para 
mujeres en estas condiciones que se encuentren 
cumpliendo pena bajo los motivos ya enumera-
dos anteriormente.

a) no debe permitirse el uso de esposas 
o cualquier otro medio de contención 
durante el parto y el posparto de las 
mujeres y en los desplazamientos rela-
cionados con estos procedimientos, lo 
que incluye necesariamente la tobillera 
electrónica, ya que el monitoreo puede 
servir como mecanismo para potenciar 
los casos de violencia obstétrica;

b) no debe permitirse el uso de esposas 
o cualquier otro medio de contención, 
incluidas las tobilleras electrónicas, a 
las mujeres con trastornos mentales, 
enfermedades terminales o que estén 
sometidas a cualquier tipo de trata-
miento de salud. 
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10
Colaboración entre el Sistema de 

Justicia y la Unidad de
Monitoreo Electrónico

las derivaciones a la red de protección social de 
forma no obligatoria. 

Para la estructuración de los servicios de 
monitoreo electrónico en el estado de la federa-
ción, el Poder Ejecutivo Local deberá firmar un 
acuerdo de cooperación técnica con el Sistema 
de Justicia Criminal, considerando al Poder Ju-
dicial, a la Fiscalía y a la Defensoría Pública, para 
buscar la efectividad de los servicios de acuer-
do con la Ley, normativas correlacionadas y la 
metodología aquí presentada. Se destaca que la 
responsabilidad de la administración, ejecución y 
control del monitoreo electrónico les correspon-
de a los organismos de gestión prisional del Po-
der Ejecutivo Local.

El monitoreo electrónico debe consolidarse 
a través de la acción integrada entre entidades fe-
derativas, Sistema de Justicia y sociedad a través 
de la acción interinstitucional e interdisciplinaria, 
erradicando la violencia de género, los valores y 
prácticas históricamente basados en el puniti-
vismo y en la discriminación social. El objetivo 
es concretar la política de monitoreo de manera 
afirmativa y sistémica, según el principio común 
a todo orden democrático, a saber, la garantía 
y el fortalecimiento de los Derechos Humanos 
(fundamentales, políticos, económicos, sociales, 
culturales, etc.) en la protección y desarrollo de 
la vida. De allí, la extrema relevancia del trabajo 
de  los equipos multidisciplinarios, posibilitando 
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ideal para procedimientos como acogida, deriva-
ciones a la red de protección social (cuando sea 
necesario), soporte técnico, tratamiento de inci-
dentes, etc. Todas las audiencias, incluso las au-
diencias de control de detención, que impliquen el 
cumplimiento de la medida de monitoreo electró-
nico deben necesariamente realizar, por escrito, la 
derivación de la persona monitoreada a la Unidad. 
La copia de la decisión judicial debe informar los 
datos personales; la naturaleza; todas las condi-
ciones de cumplimiento de la medida (límites de 
las áreas de inclusión y de exclusión, horarios de 
circulación y de regreso al domicilio, condiciones, 
autorizaciones y diversas prohibiciones); fechas 
de inicio y de término del cumplimiento de la me-
dida, así como la dirección de la Unidad, la fecha 
y el horario de la primera atención.

El diálogo continuo entre estos actores es 
capaz de mejorar los servicios de monitoreo elec-
trónico. Por eso, se recomienda que esta coope-
ración involucre el establecimiento de acuerdos 
y protocolos entre la Unidad y los jueces u jue-
zas, sobre todo involucrando el tratamiento de 
incidentes y la reevaluación de la medida, que 
deberán considerar los flujos y procedimientos 
previstos en este manual. Además, los proyectos 
y las intervenciones interdisciplinarias junto a la 
Sociedad Civil deben incentivarse para erradicar 
violencias de género, valores y prácticas aso-
ciados al paradigma sancionador, minimizar es-
tigmas asociados a las personas monitoreadas 
electrónicamente, movilizar conductas fundadas 
en los Derechos Humanos, en la protección y en 
el desarrollo de la vida para todos los individuos y 
difundir prácticas democráticas de prevención y 
de administración de conflictos.

Esta cooperación debe desarrollarse en una 
integración efectiva de esta red, al consolidar la 
metodología aquí propuesta y garantizar la aten-
ción y el seguimiento de las medidas de monito-
reo electrónico, lo que incluye demandas deriva-
das de las audiencias de control de detención. Las 
personas sometidas al monitoreo electrónico, de 
forma aislada o en conjunto, en el cumplimien-
to de medidas cautelares distintas de la prisión 
o de medidas de protección de urgencia, deben 
ser derivadas a la Unidad de Monitoreo Electró-
nico. Sin embargo, se recomienda que la primera 
atención, la instalación del dispositivo individual 
de monitoreo y el registro en el sistema de moni-
toreo se realicen en el Tribunal, evitando la con-
ducción coercitiva o con escolta hasta la Unidad. 
Se sugiere el mismo procedimiento inicial para la 
mujer en situación de violencia doméstica, es de-
cir, en la primera atención y, cuando corresponda, 
el registro en el sistema y la entrega de la unidad 
portátil de rastreo. Para eso, se necesita la con-
cesión del espacio adecuado para la implemen-
tación de un Puesto de la Unidad de Monitoreo 
Electrónico en las dependencias del Tribunal, mo-
vilizando esfuerzos colaborativos entre el Poder 
Ejecutivo Local y el Poder Judicial.

El trabajo en general y las primeras atencio-
nes en el Puesto de la Unidad de Monitoreo Elec-
trónico dependen necesariamente de un equipo 
mínimo, puesto a disposición por la Unidad. De 
todos modos, se indica el trabajo colaborativo de 
los equipos multidisciplinarios de los Juzgados 
Judiciales y de la Unidad de Monitoreo.

El resto de las actividades, como acogida 
y derivaciones, deben realizarse en la Unidad de 
Monitoreo Electrónico. La Unidad es el espacio 
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Se sugiere, especialmente, que esta cooperación sea capaz de:

Garantizar la plenitud de los servicios a todas 
las personas en cumplimiento de la medida de 
monitoreo electrónico, incluso al hombre autor 
de violencia doméstica y familiar, desde la aco-
gida, derivaciones no obligatorias hacia la red 
de protección social y seguimientos hasta el fin 
de la medida;

a) 

Garantizarle a la mujer en situación de violencia 
doméstica y familiar un espacio de escucha cali-
ficada por parte de los profesionales del equipo 
multidisciplinario de la Unidad de Monitoreo Elec-
trónico, de modo que pueda optar libremente por 
el uso de la unidad portátil de rastreo, según la 
información recibida sobre las medidas de protec-
ción, del uso y de la función de la UPR, es decir, 
crear áreas de exclusión dinámicas a partir de la 
aproximación geográfica entre el autor de la vio-
lencia y la mujer;

b)  

Primar por la coordinación la 
acogida, al día siguiente de 
la audiencia, en la Unidad de 
Monitoreo Electrónico para 
los servicios y asistencias 
ofrecidos con emisión de ofi-
cio informando la dirección 
de la Unidad, la fecha y el ho-
rario para la atención;

d)  

No exigirle a la mujer en si-
tuación de violencia domés-
tica y familiar su asistencia a 
la Unidad de Monitoreo Elec-
trónico, excepto en el caso de 
las mujeres que opten por el 
uso de la unidad portátil de 
rastreo y necesiten que les 
reparen o sustituyan el dispo-
sitivo, para evitar procesos de 
revictimización;

e)  

Viabilizar que la reevaluación 
de la medida del juez o jueza 
se realice de forma colabo-
rativa a partir de evidencias 
relacionadas con el cumpli-
miento y la adecuación de la 
medida, según el informe de 
evaluación elaborado por el 
equipo multidisciplinario de 
la Unidad de Monitoreo Elec-
trónico;

f)  

Asegurar que la primera atención y la entrega de 
la unidad portátil de rastreo a la mujer en situa-
ción de violencia doméstica se realicen en un es-
pacio adecuado en las dependencias del Tribunal 
para evitar asistencias innecesarias o forzadas a la 
Unidad de Monitoreo Electrónico;

c)  
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Motivar el establecimiento 
de acuerdos entre los jueces 
y juezas y las Unidades con el 
objetivo de ajustar la medida;

g)

Promover patrones de comu-
nicación de incidentes con los 
Jueces pautados de manera 
racional y permitirle al equipo 
multiprofesional trabajar para 
ajustar la medida;

h)

Realizar campañas de comunicación orientadas 
a la información de la población sobre: carácter, 
objetivo, efectividad y necesidad de la medida 
de monitoreo aplicada en carácter cautelar, bus-
cando la inclusión social de las personas moni-
toreadas y la reducción de violencias de género 
y prácticas sancionadoras; 

j)

Garantizar que el dispositivo 
individual de monitoreo se 
remueva inmediatamente al 
finalizar el plazo estipulado 
en la decisión judicial;

i)

Viabilizar proyectos e intervenciones interdiscipli-
narias junto a la Sociedad Civil, con el objetivo de 
erradicar violencias, procesos de marginalización 
y de criminalización de las personas monitorea-
das y difundir prácticas democráticas de preven-
ción y de administración de conflictos.

k) 
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11
Competencias de la Unidad de 

Monitoreo Electrónico de Personas

El trabajo realizado en las Unidades debe 
priorizar la integridad física, moral y social de la 
persona monitoreada. Se debe privilegiar el uso 
de dispositivos individuales de monitoreo cada 
vez más livianos; anatómicamente cómodos; di-
señados para garantizar discreción, ergonomía 
y portabilidad; con característica antialérgicas y 
que no provoquen ningún tipo de riesgo a la salud, 
sobre todo debido a su uso continuo; resistentes 
al agua, a los golpes, al calor y al frío, consideran-
do las condiciones climáticas de Brasil. También 
se indica la adopción de dispositivos con espe-
cificaciones técnicas que potencialicen el uso de 
la batería para reducir el tiempo de recarga. Sin 
embargo, se debe asegurar que los dispositivos 
permitan la recarga sin limitar la movilidad de la 

persona monitoreada, con dispositivos portátiles 
de recarga de batería.

Las Unidades deben ofrecer tratamien-
to de incidentes según el presente documento y 
activar, de forma subsidiaria, a las instituciones 
de seguridad pública para el tratamiento de inci-
dentes estrictos. La asistencia de la persona mo-
nitoreada a la Unidad debe ser la menos posible 
y se deben realizar las derivaciones a la red de 
protección solo cuando se solicite, sin carácter 
obligatorio. En ese sentido, la confidencialidad y 
el sigilo son obligatorios en cualquier etapa de 
los servicios y se debe garantizar la protección y 
el tratamiento de los datos personales recolecta-
dos, en virtud de su potencial uso daniñoy discri-
minatorio
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El Protocolo I de la Resolución n.º 213/2015 del CNJ destaca que la actuación de los Unidades 
deMonitoreo Electrónico de Personas deberá considerar los siguientes procedimientos: 

la cual la persona monitoreada debida-
mente identificada ya figure como sos-
pechosa por lo que será sometida a la 
autoridad judicial que analizará el caso 
concreto y aceptará o no la petición; 

IV — Buscar integrarse en redes amplias de 
atención y asistencia social para la in-
clusión voluntaria de las personas pro-
cesadas a partir de las indicaciones del 
juez o jueza, de las especificidades de 
cada caso y de las demandas sociales 
presentadas directamente por las per-
sonas procesadas, con énfasis en las 
siguientes áreas u otras que parezcan 
necesarias:   

a) demandas urgentes como ali-
mentación, vestuario, alojamien-
to, transporte, entre otras; 

b) trabajo, renta y calificación profe-
sional; 

c)  asistencia judicial; 

d) desarrollo, producción, forma-
ción y difusión cultural principal-
mente para el público joven. 

V — Realizar los seguimientos necesarios a 
la Red de Atención a la Salud del Siste-
ma Único de Salud (Sistema Único de 
Saúde – SUS) y a la Red de Asistencia 
Social del Sistema Único de Asistencia 
Social (Sistema Único de Assistência 
Social – SUAS), además de otras políti-
cas y programas ofrecidos por el poder 
público, por lo que los resultados de la 
atención y del seguimiento del denun-
ciado, como se indicaron en la decisión 
judicial, se comunicarán regularmente 
a la Corte a la cual se informó el acto de 
detención en flagrante delito después 
del fin de la rutina de la audiencia de 
control de detención.

I — Asegurar la acogida y el seguimiento 
por parte de equipos multidisciplina-
rios, responsables por la articulación 
de la red de servicios de protección e 
inclusión social puesta a disposición 
por el poder público y por el segui-
miento del cumplimiento de las me-
didas establecidas judicialmente, a 
partir de la interacción individual con 
las personas monitoreadas; 

II — Asegurar la prioridad al cumplimiento, 
mantenimiento y restauración de la 
medida de libertad, incluso en casos 
de incidentes de violación, y adoptar 
preferentemente medidas de concien-
tización y atención por parte del equi-
po psicosocial, por lo que la acción de 
la autoridad judicial debe ser subsi-
diaria y excepcional, una vez agotadas 
todas las medidas adoptadas por el 
equipo técnico responsable del segui-
miento de las personas monitoreadas;

III — Primar por la adopción de patrones 
adecuados de seguridad, sigilo, protec-
ción y uso de los datos de las personas 
monitoreadas, respetando el trata-
miento de estos según la finalidad de 
su recolección. En ese sentido, se debe 
considerar que los datos recolectados 
durante la ejecución de las medidas 
de monitoreo electrónico tienen una 
finalidad específica, relacionada con el 
seguimiento de las condiciones estab-
lecidas judicialmente. La información 
de las personas monitoreadas no podrá 
compartirse con terceros ajenos al pro-
ceso de investigación o a la instrucción 
penal que justificó la aplicación de la 
medida. El acceso a los datos, incluso 
por instituciones de seguridad pública, 
solamente podrá solicitarse en caso de 
una investigación policial específica en 



65Monitoreo Electrónico de Personas: Informe para el Sistema de Justicia 65

El Consejo Nacional de Política Penal y Penitenciaria define las siguientes competencias con 
respecto a los Unidades deMonitoreo Electrónico:

concientización y atención por parte 
del equipo psicosocial;

VII — Dirigir al juez o jueza competente un 
informe detallado sobre la persona 
monitoreada en la periodicidad es-
tablecida o, en cualquier momento, 
cuando éste lo determine o cuando 
las circunstancias así lo requieran, in-
cluso en los casos de incumplimiento 
de la medida, cuando se agoten los 
procedimientos para su restauración;

VIII — Abstenerse de accionar directamen-
te a los órganos policiales, salvo en los 
casos de vulneración del área de exclu-
sión en unas medidas de protección 
de urgencia, cuando la situación revele 
un riesgo de violencia contra la mujer 
y no sea posible restablecer el cumpli-
miento de la medida por otras formas, 
o en casos de emergencia, que deben 
ser comunicados al juzgado que deter-
minó la medida en la primera oportu-
nidad, cuando esto sea posible;

IX — Abstenerse de brindar información 
a terceros sobre la ubicación y otros 
datos de las personas monitoreadas, 
incluso a solicitud de mujeres en si-
tuación de violencia doméstica y fa-
miliar, limitándose, en este caso, a 
información de emergencia en casos 
de incumplimiento de las medidas de 
protección de urgencia;

X — Velar para la adopción de estándares 
adecuados de seguridad, confidencia-
lidad, protección y uso de los datos 
de las personas en monitoreo, respe-
tando el tratamiento de los datos de 
acuerdo con la finalidad de su obten-
ción y con las condiciones expresadas 
en la decisión judicial, en los términos 
de la presente resolución.

I — Asegurar un trato digno y no discri-
minatorio a las personas monitorea-
das electrónicamente y a las mujeres 
en situación de violencia doméstica y 
familiar, cuando opten por utilizar la 
Unidad Portátil de Rastreo, conside-
rando especialmente la presunción de 
inocencia;

II — Orientar a la persona monitoreada en 
el cumplimiento de sus obligaciones, 
en el uso del dispositivo de monitoreo 
y en la derivación a los servicios de 
protección social;

III — Abstenerse de imponer gravámenes o 
penalidades a las mujeres en situación 
de violencia doméstica y familiar que 
no utilicen correctamente el disposi-
tivo de geolocalización, limitando su 
actuación a una orientación sobre el 
uso correcto del dispositivo;

IV — Ofrecer un servicio de soporte técnico 
a la persona monitoreada a través de 
un contacto telefónico o de atención 
presencial, de manera ininterrumpida, 
capaz de aclarar dudas, resolver even-
tuales incidentes con miras al adecua-
do mantenimiento de la medida;

V — Verificar el cumplimiento de los de-
beres legales y de las condiciones 
especificadas en la decisión judicial 
que autoriza el monitoreo electrónico, 
quedando prohibida la imposición de 
derivaciones u otras medidas no ex-
presadas judicialmente;

VI — Garantizar la prioridad del cumpli-
miento, mantenimiento y restaura-
ción de la medida, incluso en casos 
de incidentes, adoptando preferen-
temente procedimientos de ajuste 
de las medidas, así como acciones de 
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Hacerle seguimiento a la medida de monitoreo elec-
trónico, observando y cumpliendo todas las con-
diciones expresadas en la decisión judicial, como:  

-  plazo con fecha de inicio y término;
- límites de las áreas de inclusión y de ex-

clusión;
- horarios de circulación y de regreso al 

domicilio;
- permisos y condiciones generales. 

a) 

Garantizar el mantenimiento de la medida de 
monitoreo electrónico a través del tratamiento de 
incidentes con el equipo técnico capacitado y el 
equipo multidisciplinario y trabajar en conjunto 
para evitar la acción de las instituciones de Segu-
ridad Pública, último recurso que se debe utilizar 
en el tratamiento de incidentes que involucran 
medidas de protección de urgencia y solamente 
cuando todas las medidas preliminares ya se ha-
yan tomado; 

b)  

Garantizar que las acciones de 
la policía sean siempre subsidia-
rias y orientadas por los protoco-
los de tratamiento de incidentes 
previstos en este Modelo de Ges-
tión, reconociendo la eficacia y 
la necesidad de la intervención 
policial en el tratamiento de in-
cidentes específicos demanda-
dos por la Unidad; 

d)  

Evitar la acción excesiva de las 
instituciones de seguridad pú-
blica, considerando, sobre todo, 
la gran demanda de las fuerzas 
policiales en eventos de otra na-
turaleza y en función de la res-
ponsabilidad de la Unidad y de 
sus equipos en el seguimiento 
de la medida y tratamiento pro-
tocolar de los incidentes; 

e)  

Asegurar que las Unidades de 
Monitoreo Electrónico funcio-
nen como un lugar de presta-
ción de servicios a la persona 
monitoreada, independiente-
mente del tipo de medida y fase 
procesal, pues se trata de un 
servicio de atención calificada 
al público que presenta eviden-
tes vulnerabilidades sociales; 

f)  

Compete a la Unidad de 
Monitoreo Electrónico:

Privilegiar el mantenimiento de la medida de 
monitoreo electrónico en libertad y evitar la de-
tención anticipada y, muchas veces, innecesaria 
de personas monitoreadas cuyos incidentes se 
deben sanar según los protocolos del presente 
Modelo de Gestión; 

c)  

Además de los elementos señalados anteriormente, las orientaciones complementarias a las 
Resoluciones CNJ y CNPCP deben puntuar los servicios de monitoreo electrónico.
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Hacerle seguimiento al cumplimiento de la me-
dida de monitoreo electrónico a través del con-
tacto indirecto con la persona para evitar que 
esta asista mucho a la Unidad sin que sea nece-
sario; 

j)

Realizar derivaciones a las redes 
de servicios sociales de la Unión, 
Estados y Municipalidades y 
organizaciones de la Sociedad 
Civil, a partir de las especificida-
des de cada caso, respetando el 
carácter voluntario de tales ser-
vicios; 

i)

Tratar los incidentes según la presente metodolo-
gía, considerando acuerdos con el Poder Judicial 
capaces de admitir el ajuste de la medida por par-
te de la Unidad, cuando sea necesario; 

k) 

Hacer seguimiento a las medidas 
de protección aplicadas, recibir a 
las mujeres que están usando la 
UPR y derivarlas a la red de pro-
tección de la mujer, siempre de 
forma voluntaria y según las es-
pecificidades de cada caso, con 
el objetivo de revertir las vulnera-
bilidades sociales; 

m)  

Garantizar que la Unidad sea un 
ambiente acogedor, de modo 
que el público atendido se sienta 
motivado a asistir a la atención, 
lo cual permite la creación de 
vínculos esenciales, tanto para 
el cumplimiento integral de la 
medida como para la adhesión 
a derivaciones sociales;

g)

Asegurar la finalidad del servicio 
de monitoreo electrónico, es de-
cir, la atención y el seguimiento 
de la persona monitoreada para 
permitir la formación/restaura-
ción de vínculos y el cumplimien-
to adecuado de la medida; 

h)

Considerar los factores de interferencia secunda-
rios en el tratamiento de incidentes, como: 

-  fallas o defectos del dispositivo de moni-
toreo;

- cobertura reducida o inestabilidad de las 
señales de telefonía celular;

- diversas interferencias en los mecanismos 
del sistema de posicionamiento global 
(GPS);

- elementos relacionados con la geografía, 
con el tipo de vegetación, con la arquitec-
tura de las construcciones, con los cambios 
climáticos, etc.;

- la existencia de lugares con señal GPS y/o 
telefonía celular inestable o sin señal, so-
bre todo en el caso de personas que resi-
den, trabajan, estudian, están en un trata-
miento médico o participan en actividades 
religiosas/espirituales en estas localidades 
específicas.

l) 
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Poner a disposición estructuras indispensa-
bles antes, durante y después de todo tipo 
de atención/procedimiento, como: baños 
para mujeres y hombres; sala de espera con 
la cantidad suficiente de sillas para las perso-
nas que tienen cita previa y asisten de forma 
espontánea, lo que incluye una sala de espera 
reservada únicamente para mujeres en situa-
ción de violencia doméstica; bebederos; ilu-
minación adecuada; ventilación de acuerdo 
con las condiciones climáticas locales; servi-
cios de limpieza; 

p)

Garantizar la comprensión sobre 
el uso adecuado del dispositivo 
individual de monitoreo electró-
nico y de la UPR, con el objetivo 
de minimizar los incidentes de 
violación y los daños físicos, psi-
cológicos y sociales a las perso-
nas monitoreadas; 

s)  

Programar procedimientos y de-
rivaciones, evitando largos perio-
dos de espera y permanencia de 
las personas monitoreadas en la 
Unidad, sobre todo de las muje-
res en situación de violencia do-
méstica que optaron por el uso 
de la UPR; 

n)

Programar procedimientos y 
derivaciones en días y horarios 
diferentes para las personas mo-
nitoreadas y para las mujeres en 
situación de violencia doméstica, 
para evitar posibles problemas y 
eventuales incumplimientos de 
las medidas de protección de ur-
gencia;

o)

Constituir y participar en redes amplias de aten-
ción y asistencia social para la efectividad de de-
rechos fundamentales y la inclusión de las per-
sonas, con énfasis en las siguientes áreas:

- alimentación;
- vestimenta;
- alojamiento;
- transporte;
- salud/salud mental;
- asistencia médica para consumidores de 

drogas, alcohol y otras sustancias psicoac-
tivas;

- trabajo, salario y calificación profesional;
- educación;
- convivencia familiar y/o comunitaria;
- asistencia judicial;

q) 

Asegurar la comprensión in-
tegral por parte de la persona 
monitoreada sobre la medida 
de monitoreo electrónico, según 
las determinaciones expresadas 
en la decisión judicial; 

r)  
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Demostrar que el sistema de monitoreo esté 
estructurado para preservar el sigilo de todos 
los datos personales sensibles y asegurar la 
gestión de datos e información cuantitativa y 
cualitativa, siguiendo las orientaciones estable-
cidas en los principios, directrices y reglas de 
este Modelo de Gestión; 

w)  

Promover el respeto a las diversidades genera-
cionales, sociales, étnico/raciales, de género/se-
xualidad, de origen y nacionalidad, renta y clase 
social, de religión, creencia, entre otras, en rela-
ción con las derivaciones y el cumplimiento de la 
medida de monitoreo electrónico; 

x)  

Contener cualquier tipo de discriminación o 
trato denigrante en cualquier etapa de los ser-
vicios de monitoreo electrónico, durante y des-
pués del cumplimiento de la medida judicial.

y)  

Mantener estructuras para even-
tuales procedimientos de man-
tenimiento y/o cambio del dis-
positivo individual de monitoreo 
electrónico; 

t)  

Derivar informes de seguimiento 
de la medida de forma periódica, 
según lo acordado con el Poder 
Judicial para reevaluar la medida 
de monitoreo electrónico;

u)  

Garantizar el derecho a la información por 
parte de las personas en cumplimiento de la 
medida de monitoreo electrónico, en relación 
con la situación procesal, las condiciones de 
cumplimiento de la medida, las fechas de ini-
cio y fin de la medida, los periodos previstos 
para la reevaluación de la medida, los servi-
cios y las asistencias ofrecidos; 

v)  
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medida, sobre la asistencia a la Unidad de Moni-
toreo Electrónico para la atención inicial orienta-
da al cumplimiento de la medida y derivaciones 
(acogida). El monitoreo electrónico, cuando lo 
decreta el juez o jueza, implica necesariamente 
la asistencia del cumplidor a la Unidad, aunque 
la instalación del dispositivo individual de moni-
toreo electrónico y el registro de la persona en el 
sistema de monitoreo (primera atención) se rea-
licen en las dependencias del Tribunal. 

I — Sensibilización y derivación 
por parte del Poder Judicial 
para asistir a la Unidad

 
Le corresponderá al juez o jueza, promotor 

o promotora de justicia y/o defensor público o 
defensora publica informar y orientar a la perso-
na que será monitoreada electrónicamente, en 
la audiencia o cuando se decida determinar la 

12
Seguimiento de las personas 

monitoreadas por la Unidad de 
Monitoreo Electrónico 
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La asistencia inicial a la Unidad favorece 
el acceso al resto de los servicios, así como la 
atención especializada de la persona monitorea-
da. Los servicios de monitoreo deben primar por 
el mantenimiento de la medida judicial, conside-
rando también las demandas de emergencia de 
la persona y la necesidad de inclusión social en 
políticas públicas, así como las orientaciones y 
soporte adecuados para la persona monitoreada.

II — Primera atención 

La primera atención implica la instalación 
del dispositivo, el registro en el sistema, la progra-
mación de la acogida en la Unidad y, según la ne-
cesidad verificada, pueden realizarse derivaciones 
urgentes. Estos procedimientos, especialmente la 
instalación del dispositivo individual de monito-
reo electrónico, deben ocurrir después de la au-
diencia que determinó la aplicación de la medida 
de monitoreo electrónico, preferentemente en las 
dependencias del Tribunal, en un lugar reservado y 
apropiado para esa finalidad, a partir de la colabo-
ración establecida entre el Poder Ejecutivo Local y 
el Poder Judicial, según lo ya señalado. Ese proce-
dimiento es fundamental para evitar la conducción 
coercitiva o con escolta de las personas sometidas 
al monitoreo electrónico a la Unidad para la insta-
lación del dispositivo. 

En ese primer momento, la persona en cum-
plimiento de la medida de monitoreo deberá recibir 
instrucciones verbales o por escrito sobre el uso 
del dispositivo individual de monitoreo electrónico 
por parte de profesionales capacitados del Sec-
tor de Operaciones Técnicas de la Unidad y, por 
lo menos, un profesional del Sector de Análisis y 
Seguimiento (trabajador social, licenciado en de-

recho y psicólogo). Este procedimiento incluye la 
entrega de dispositivos (cargador, batería portátil, 
etc.) y la firma de 2 copias del “Término de Uso del 
Dispositivo Individual de Monitoreo Electrónico” 
por parte de la persona monitoreada y al menos 
uno de los profesionales responsables de esa eta-
pa, por lo que una de las copias se debe entregar 
a la persona monitoreada y la otra se debe dejar 
en la Unidad.

La persona monitoreada deberá registrar-
se en el sistema, preferentemente por parte de 
un profesional del Sector de Monitoreo. Las con-
diciones previstas en la decisión judicial deben 
orientar el registro de los datos personales de las 
personas monitoreadas, lo cual incluye prohibi-
ciones, límites y diversos permisos. En esta fase, 
la persona monitoreada podrá, de modo faculta-
tivo, informar los datos personales de familiares, 
amigos, vecinos o conocidos para viabilizar el 
tratamiento de eventuales incidentes y se debe li-
mitar a la entrega del nombre, dirección, teléfono 
y tipo de relación (hermano, madre, vecino, etc.). 
Se le deberá informar verbalmente y por escrito a 
la persona monitoreada sobre los procedimientos 
orientados al tratamiento y a la protección de los 
datos personales recolectados. Para eso, se debe 
firmar el “Término de Tratamiento y Protección de 
Datos Personales en los Servicios de Monitoreo 
Electrónico de Personas” y una de las copias se 
debe entregar a la persona monitoreada y la otra 
se debe dejar en la Unidad. La firma del término es 
opcional y puede realizarse a través de un testigo, 
en caso de una eventual negación. 

Además de entregar las instrucciones so-
bre el dispositivo, en esta etapa de los servicios 
el profesional del Sector de Seguimiento Social y 
Análisis de Incidentes deberá asegurar la aten-
ción de la persona en relación con las condiciones 
y restricciones impuestas por la medida. Luego, 
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a un pedido de reposición de la medida al Juez 
o jueza o de orientación al Centro en cuanto a la 
rutina de la persona monitoreada, que debe ser 
preservada al máximo. 

En la acogida también es posible que el 
equipo multidisciplinario identifique aspec-
tos de diversas órdenes que puedan indicar la 
inadecuación del monitoreo electrónico a ese 
individuo, considerando su capacidad real de 
cumplimiento de la medida. En dichos casos, el 
Sector de Análisis y Seguimiento podrá indicar 
la derivación para la adecuación de la medida 
aplicada, descrita en el ítem de abajo. Se des-
taca que ese procedimiento no deberá implicar 
un agravamiento para la persona atendida, por 
lo que, en ese sentido, no se deberá proponer la 
sustitución de la medida cautelar del monitoreo 
electrónico por la prisión preventiva. 

Se debe buscar una visión integral de la 
persona, como: su estado emocional, sus con-
diciones sociales y relaciones interpersonales y 
familiares, aspectos que contribuyan a construir 
una relación y rutina capaces de orientar el cum-
plimiento de la medida de monitoreo electrónico. 
Las personas monitoreadas suelen tener varias 
dudas judiciales y resistirse al cumplimiento de 
la medida. Por eso, la acogida debe ser un es-
pacio de escucha y no solo de orientación sobre 
la medida y el dispositivo. La percepción de la 
persona monitoreada sobre la capacidad de ser 
escuchada por parte del equipo puede generar la 
construcción de vínculos capaces de contribuir al 
cumplimiento de la medida. Es posible la progra-
mación de atenciones específicas y fuera de la 
determinación judicial, siempre que la persona lo 
demande y se llegue a un acuerdo con esta.

En ese momento, el equipo multidiscipli-
nario deberá resolver preguntas sobre el cumpli-

este mismo profesional debe orientar al cumpli-
dor  y recomendarle que asista a la Unidad para la 
acogida y programar el procedimiento para el día 
siguiente a la audiencia. El mantenimiento de la 
rutina de la persona monitoreada debe observar-
se y se debe evitar que se interrumpan las activi-
dades laborales, educativas, entre otras.

III — Acogida 

La acogida debe realizarse el día siguiente 
a la audiencia que determinó la aplicación de la 
medida de monitoreo electrónico para entregar 
descanso físico/mental y alimentación adecua-
da, esenciales para asegurar la acogida comple-
ta. La asistencia a la Unidad, aunque sea obliga-
toria para el cumplimiento de la medida, no debe 
involucrar amenaza, restricción o escolta.

La acogida es realizada por el equipo mul-
tiprofesional y se configura como un espacio de 
escucha donde se evalúan factores como: situa-
ción física, social y psicológica, comprensión del 
contexto procesal penal o de la medida impues-
ta, lugar de residencia, demandas de inclusión en 
programas o tratamientos específicos. Esta in-
formación debe incluirse en un formulario de aco-
gida. Son importantes para la inclusión social, el 
seguimiento de la medida y la derivación a la red 
de acuerdo a las demandas presentadas por la 
persona monitoreada. Además, esta información 
es capaz de orientar el tratamiento de eventuales 
incidentes, principalmente aquellos ocasionados 
porque la persona monitoreada vive, trabaja, es-
tudia, recibe tratamientos de salud, participa de 
actividades religiosas/espirituales u otras acti-
vidades en lugares sin o con señal inestable de 
GPS y/o telefonía celular, lo que puede dar lugar 
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miento de la medida e informarle la función del 
seguimiento a la persona monitoreada, lo cual 
incluye la producción de informes para la reeva-
luación de la medida por parte del juez o jueza. 
Se destaca que las instrucciones sobre el uso del 
dispositivo podrán retomarse en esta etapa, por 
lo que es de responsabilidad conjunta del equi-
po multidisciplinario y de los profesionales de 
operaciones técnicas, con el objetivo de brindar 
una atención integral sobre las condiciones im-
puestas por la medida y sobre el dispositivo. La 
información adicional proveniente de la acogida 
no deberá ser objetivo del sistema de monitoreo, 
ya que presentan finalidades distintas. Dicha in-
formación podrá registrarse y mantenerse en el 
sistema de información de la Unidad, ya que este 
cuenta con la seguridad y los niveles de acceso 
capaces de restringirla solo a los profesionales 
específicos, según lo previsto en las “Diretrizes 
para Tratamento e Proteção de Dados na Moni-
toração Eletrônica de Pessoas” (BRASIL, 2016b). 

IV — Estudios de casos 

Se recomienda la realización de estudios 
de casos en la Unidad de Monitoreo Electrónico 
con periodicidad establecida para una mirada 
interdisciplinaria y la definición de estrategias 
de seguimiento, alcance y derivaciones adecua-
dos. Los equipos podrán invitar a socios de las 
redes, además de representantes del Sistema de 
Justicia Criminal y de Instituciones de Seguri-
dad Pública para discutir casos que demanden 
atenciones, derivaciones, saberes y orientacio-
nes específicas. 

Las redes deben establecer encuentros es-
pecíficos y es fundamental que la Unidad se haga 
representar en esas rutinas, para potencializar el 

fortalecimiento de tales espacios, los vínculos y 
las articulaciones. 

V — Derivaciones 

a) Para la adecuación de la medida aplicada:

 El equipo de la Unidad de Monitoreo 
Electrónico debe averiguar, a partir de 
laacogida, si la aplicación del monitoreo 
electrónico consideró la plena capaci-
dad y las condiciones de cumplimiento 
por parte de la persona, como horarios 
y otros elementos relacionados con las 
condiciones sociofamiliares, aspectos 
sobre el trabajo, salud, creencia religio-
sa, estudio, entre otros. En caso de que 
se perciban incompatibilidades y facto-
res incapacitantes para el cumplimien-
to integral de la medida de monitoreo 
electrónico, el equipo multidisciplinario 
deberá elaborar un informe para soli-
citarle al juez o jueza la readecuación 
de condiciones específicas o incluso la 
sustitución de la medida por otra menos 
gravosa, presentando las justificaciones 
necesarias. Ese procedimiento puede 
ocurrir en cualquier fase del seguimien-
to, considerando dinámicas identifica-
das por el equipo o demandas de la per-
sona monitoreada.

 Se destaca que ese procedimiento no 
deberá implicar un agravamiento para 
la persona atendida, por lo que no se 
debe proponer, en este caso, la sustitu-
ción de la medida cautelar de monitoreo 
electrónico por la prisión preventiva.
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En los casos específicos de evaluación 
periódica por parte del equipo multidiscipli-
nario y derivaciones, se deben observar las si-
guientes recomendaciones: 

VI — Retornos/Atenciones de rutina 

Se le orientará a la persona monitoreada 
que regrese a la Unidad, preferentemente con una 
hora agendada, en las siguientes circunstancias: 

b) Para ampliar el acceso a derechos 
fundamentales:

 Estas derivaciones son realizadas por 
el equipo multidisciplinario de acuerdo 
con las demandas presentadas por la 
persona monitoreada. Se destaca que, 
para la inclusión social en la red de pro-
tección o en casos donde se constate 
la necesidad de tratamientos, es im-
portante, además de las orientaciones 
protocolares en este sentido, que tales 
derivaciones no se realicen como de-
terminación judicial, sino a partir de la 
concientización de la persona por par-
te del equipo responsable. Cualquier 
derivación para la inclusión social po-
drá realizarse solamente con el con-
sentimiento de la persona, pues jamás 
deben imponerse. Como se mencionó 
anteriormente, gran parte del público 
que llega a la Unidad presenta vulne-
rabilidades sociales y la derivación a la 
red de socios busca minimizarlas.

 Después de cualquier derivación ha-
cia los servicios de inclusión social, el 
equipo multidisciplinario deberá hacer-
le seguimiento a su avance: si la per-
sona accedió o no al servicio, cuáles 
fueron los motivos por los cuales lo 
hizo o se rehusó a hacerlo y, además, 
comprender la forma en que la persona 
percibió el servicio.

- en caso de haber problemas téc-
nicos con el dispositivo de mo-
nitoreo electrónico para su even-
tual reparación o sustitución, 
con el objetivo de mantener la 
medida judicial según los casos 
concretos y para evitar el agra-
vamiento de la situación penal; 

- evaluación periódica del equi-
po multidisciplinario (trabajador 
social, licenciado en derecho y 
psicólogo) para orientar al juez 
o jueza en la reevaluación de la 
medida de monitoreo electróni-
co, aunque la asistencia es vo-
luntaria; 

- en el plazo final de la medida para 
la remoción y devolución del dis-
positivo de monitoreo electrónico; 

- en caso de haber demandas so-
ciales, aunque la asistencia es vo-
luntaria. 
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 Evaluación periódica por parte 
del equipo multidisciplinario 
(trabajador social, licenciado en 
derecho y psicólogo) 

En este caso, la asistencia es voluntaria. 
Por lo tanto, la ausencia no podrá implicar san-
ciones o castigos y tampoco se considerará un 
incidente o incumplimiento. De todos modos, el 
equipo multiprofesional deberá, desde la prime-
ra atención y acogida, recomendarle a la persona 
monitoreada que asista a la Unidad para la eva-
luación periódica del equipo multidisciplinario 
(trabajador social, licenciado en derecho y psi-
cólogo). Se debe destacar que esta actividad es 
relevante para certificar el cumplimiento ante el 
juez o jueza, pero también para solicitarle cam-
bios y adecuaciones demandadas por la persona 
monitoreada y/o los requerimientos considera-
dos necesarios por el equipo multiprofesional e, 
incluso, viabilizar la sustitución del monitoreo por 
una medida menos gravosa. 

Por lo tanto, el equipo podrá tomar contacto 
telefónico por tres días seguidos con la persona 
monitoreada para reprogramar el procedimien-
to, recordándole la relevancia del procedimiento, 
pero sin obligarla a asistir a la Unidad. 

 Derivaciones 

En este caso, la asistencia es voluntaria. 
Por lo tanto, la ausencia no podrá implicar ningún 
tipo de cobranza o mencionarse en el informe 
con el objetivo de penalizar al cumplidor. 

Incidentes

Cualquier situación que interfiera con el 
cumplimiento regular de la medida de mo-
nitoreo electrónico según los procedimien-
tos presentados en este manual, sin involu-
crar necesariamente la comunicación con 
el juez o jueza.

Los incidentes en el monitoreo electrónico 
pueden ocurrir por causa de uno o de más 
factores en conjunto, lo cual incluye diver-
sos errores humanos, pero también facto-
res de interferencia secundarios, como: 
fallas o defectos en el dispositivo de moni-
toreo; cobertura reducida o inestabilidad 
de las señales de telefonía celular; varias in-
terferencias en los mecanismos del sistema 
de posicionamiento global (GPS); elemen-
tos relacionados con la geografía, el tipo de 
vegetación, la arquitectura de las construc-
ciones, variaciones climáticas, etc. De esa 
forma, la ocurrencia de algunos incidentes 
puede estar relacionada con los factores 
de interferencia secundarios, sobre todo 
cuando la persona monitoreada reside, 
trabaja, estudia, asiste a tratamientos mé-
dicos o participa en actividades religiosas/
espirituales en lugares con señal inestable 
de GPS y/o telefonía celular o simplemente 
donde no hay señal.

VII — Tratamiento de incidentes
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Ajuste del cumplimiento  
de la medida

Procedimiento que resulta de la falta de so-
lución del incidente y que genera comuni-
cación y registro del incidente no resuelto 
entre el Sector de Seguimiento Social y Aná-
lisis de Incidentes y/o el Sector de Operacio-
nes Técnicas. Los referidos sectores deben, a 
través del contacto por teléfono o presencial 
con la persona monitoreada, comprender y 
analizar las causas relacionadas con el inci-
dente para alertar y reprogramar la medida 
según las condiciones estipuladas judicial-
mente, de forma que se evite su incumpli-
miento con el envío de la notificación al juez 
o jueza. De ese modo, si la medida fuera 
reestablecida, se soluciona el incidente y el 
cumplimiento de la medida sigue su curso 
normal, sin la necesidad de ajustarla.

Tratamiento de incidentes 

los incidentes generan diversos tratamien-
tos que buscan mantener la medida e im-
plican solucionar el incidente o ajustar el 
cumplimiento la medida. El tratamiento de 
incidentes requiere la colaboración de los 
sectores de forma interdisciplinaria, consi-
derando los factores ya mencionados. Como 
la medida de monitoreo prevé dispositivos, 
componentes y tecnología de comunicación 
propensas a fallas y diversas interrupciones, 
como indicamos anteriormente, los envíos 
de señal y contactos telefónicos jamás de-
ben realizarse solo una vez. En el tratamien-
to de incidentes o en cualquier etapa de los 
servicios no se podrán contactar terceros, 
cuyos datos personales no hayan sido infor-
mados por la propia persona monitoreada 
de forma opcional.

Solución del incidente

Incidente tratado con o sin la necesidad de 
ajuste de cumplimiento de la medida, reto-
mando el curso normal de seguimiento, sin 
el envío de notificación al juez o jueza.

Incumplimiento

Situación excepcional que ocurre cuando no 
se soluciona el incidente, con o sin el ajuste 
de cumplimiento de la medida, según los 
protocolos previstos en el presente manual. 
En dicho caso se notifica al juez o jueza.

Asistencia a la Unidad

El tratamiento de determinados incidentes 
requiere la asistencia de la persona monito-
reada a la Unidad. Las asistencias deben ser 
preferentemente programadas para evitar 
interrumpir las rutinas de trabajo, estudio, 
tratamientos médicos, religión, ocio y otras 
actividades cotidianas.
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A continuación, se destacan algunos de los casos más comunes de incidentes.

Incidentes
Incapacidad o negación para firmar los términos.

Que la persona no asista en las fechas programadas o en situaciones de emergencia a:

- la reparación técnica del dispositivo de monitoreo electrónico y su sustitución para mantener la medida 
judicial;

- evaluación periódica del equipo multidisciplinario (trabajador social, licenciado en derecho y psicólogo);
- remoción y devolución del dispositivo de monitoreo electrónico al finalizar la medida;
- derivaciones.

Violación de áreas de inclusión y/o exclusión.

Detección de movimientos sin señal de GPS y/o pérdida de señal de celular.

Falla de comunicación del dispositivo o detección de una localización falsa.

Incidentes de batería:

- descarga parcial o nivel bajo de batería;
- descarga completa de batería.

Incumplimiento de horarios y/o de restricciones a lugares específicos.

Daño al dispositivo, ruptura/violación de la cinta de fijación o del envoltorio del dispositivo de monitoreo 
electrónico.

VIII — Tratamiento de incidentes 
en casos de medidas de 
protección de urgencia

 
Los procedimientos mencionados ante-

riormente deben aplicarse en el tratamiento de 
incidentes que involucren a las personas moni-
toreadas electrónicamente y que también estén 
en cumplimiento de medidas de protección de 
urgencia. Sin embargo, hay incidentes que invo-
lucran medidas de protección de urgencia que re-
quieren tratamientos diferentes para asegurar la 
protección de la mujer en situación de violencia 
doméstica y familiar.

Es necesario indicar tratamientos específi-
cos para algunos incidentes, porque el monitoreo 

electrónico aplicado en conjunto con las medidas 
de protección de urgencia tiene como objetivo, 
además del seguimiento del autor de violencias 
contra la mujer, ampliar la protección de la mujer en 
situación de violencia doméstica y familiar, según 
las especificidades y necesidades del caso con-
creto previamente analizadas, lo cual implica una 
mayor agilidad de los equipos. De esta manera, se 
desea la protección inmediata de la mujer y se des-
taca que el tratamiento de determinados incidentes 
puede involucrar la activación de la policía de ma-
nera preventiva, según la necesidad diagnosticada 
por la Unidad de Monitoreo Electrónico o cuando la 
propia mujer en situación de violencia doméstica 
demande este tipo de intervención.

El seguimiento realizado de forma sistemá-
tica e interdisciplinaria por los equipos respon-
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forma individual y observar situaciones concre-
tas que implican tratamientos orientados al man-
tenimiento del curso normal, al restablecimiento 
o al incumplimiento de la medida.

IX — Ajuste del cumplimiento  
de la medida 

Los incidentes deben tratarse de forma 
colaborativa entre los sectores para primar por 
el mantenimiento de la medida aplicada. El ajus-
te del cumplimiento de la medida ocurre cuando 
el tratamiento de incidentes específicos por el 
Sector de Monitoreo y/o por el Sector de Opera-
ciones Técnicas genera comunicación y registro 
del incidente no solucionado junto al Sector de 
Seguimiento Social y Análisis de Incidentes. Sin 
embargo, si la medida fuese restablecida, se so-
luciona el incidente y el cumplimiento de la me-
dida sigue su curso normal, sin la necesidad de 
ser ajustada.

En caso de que el equipo perciba la ausen-
cia de condiciones objetivas para el cumplimien-
to de la medida o condiciones determinadas, el 
informe de seguimiento de la medida deberá 
integrar tal información. Si fuese necesario, el 
equipo también debe pedirle al juez o jueza una 
audiencia de justificación para responsabilizar a 
la persona por el cumplimiento y regreso al curso 
normal de la medida. 

El ajuste de cumplimiento de la medida 
debe realizarse preferentemente por teléfono sin 
embargo, el equipo multiprofesional, dependien-
do del caso y según la necesidad, puede solicitar 
el ajuste presencial a partir de diferentes límites. 
El contacto debe primar por la concientización de 
la persona en cumplimiento de la medida de mo-
nitoreo de acuerdo con las condiciones estipula-

sables es el principal instrumento para orientar 
la activación preventiva de la policía en el trata-
miento de incidentes concretos. La prevención 
y el trabajo colaborativo de las instituciones de 
seguridad pública, en el caso del monitoreo elec-
trónico, deben ocurrir siempre a partir de inci-
dentes específicos identificados por la Unidad de 
Monitoreo según los protocolos previstos aquí. 
El seguimiento de las personas monitoreadas, 
que incluye a los cumplidores de medidas de 
protección de urgencia, es un deber y una res-
ponsabilidad de la Unidad. La intervención de las 
instituciones policiales debe ser solicitada por 
los profesionales de la Unidad en el tratamiento 
de incidentes específicos con el objetivo de ga-
rantizar la protección de la mujer en situación de 
violencia doméstica y familiar o cuando la propia 
mujer lo solicite. En otras palabras, la prevención 
con la activación policial no tiene sentido si no 
hay un incidente específico con demanda en la 
Unidad, responsable del seguimiento de las per-
sonas monitoreadas. 

La acción policial tiene por objeto verificar 
el incidente informado por la Unidad, garantizan-
do preventivamente la protección de la mujer. Por 
lo tanto, la intervención de la policía no debe fun-
damentarse en represión. Además, los inciden-
tes y el incumplimiento relativos a las medidas 
de monitoreo aplicadas en carácter cautelar, por 
sí solos, no configuran crimen, por lo que tam-
poco deben implicar la detención de la persona 
monitoreada. La situación de crimen puede esta-
blecerse cuando el hombre monitoreado efectúa 
nuevas violencias en contra de la mujer. 

Se destaca, nuevamente, la importancia de 
garantizar tratamientos con énfasis en el mante-
nimiento de la medida. Por eso, la acción de la 
policía no implica necesariamente incumplimien-
to y envío de una notificación al juez o jueza. La 
Unidad es responsable de analizar los casos de 
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das judicialmente. No podrá aplicarse ningún tipo 
de represión, castigo o coacción a la persona mo-
nitoreada. El equipo multiprofesional debe com-
prender las causas del incidente y analizar los 
posibles factores de interferencia secundarios. 
En caso de que la persona monitoreada solicite 
atención presencial, se le debe programar consi-
derando su rutina.

Se recomienda que el tercer incidente no 
solucionado por la persona monitoreada impli-
que el ajuste del cumplimiento de la medida de 
modo presencial. Este procedimiento debe ser 
prioritariamente programado para no interrum-
pir sus rutinas de trabajo, estudio, tratamientos 
médicos, etc. El tercer procedimiento de ajuste 
de cumplimiento de la medida debe enfocar-
se también en la concientización de la persona 
y en la reprogramación de la medida con firma 
del término específico que se debe adjuntar 
en el proceso. En dicha ocasión, se debe aler-
tar también a la persona monitoreada sobre la 
posibilidad de notificarle al juez o jueza ante un 
eventual incidente no solucionado a partir de 
ese momento. 

De esa forma, después de superar esas fa-
ses, en caso de que suceda algún incidente no 
solucionado, le corresponderá a la Unidad comu-
nicarle el hecho al juez o jueza, es decir, el incum-
plimiento. El incidente no solucionado genera 
exclusivamente la comunicación junto al proceso 
y no le corresponde a la Unidad ninguna otra pro-
videncia, excepto en incidentes específicos con 
medidas de protección de urgencia. 

X — Incumplimientos

Los incumplimientos de la medida de mo-
nitoreo electrónico son incidentes no solucio-

nados que necesariamente implican la notifica-
ción al juez o jueza. Los incumplimientos de la 
medida de monitoreo electrónico aplicada en el 
ámbito de las medidas cautelares distintas de 
la prisión deberán registrarse en el sistema de 
monitoreo, de acuerdo con la fecha y hora, y la 
Coordinación o Supervisión de la Unidad deberá 
notificarle al juez o jueza, según cada uno de los 
protocolos especificados anteriormente.

Los incumplimientos que involucran a 
cumplidores de medidas de protección de ur-
gencia podrán involucrar la activación inmediata 
de la policía, según la necesidad de prevención 
diagnosticada por la Unidad de Monitoreo Elec-
trónico en el orden establecido en los protocolos 
mencionados anteriormente o conforme la ne-
cesidad observada por los equipos en cualquier 
fase del tratamiento.

XI — Relación con el Sistema de 
Justicia Penal 

La Unidad de Monitoreo Electrónico debe-
rá establecer con el Poder Judicial flujos ágiles y 
expeditos. También se debe realizar la constante 
concientización de todos los profesionales que 
actúan en las audiencias de control de detención, 
debido a su gran rotación. La información sobre 
el cumplimiento de las medidas deberá darse en 
el tiempo acordado entre la Unidad y el Poder Ju-
dicial. Se recomienda que el equipo multidiscipli-
nario elabore y envíe informes a los jueces para 
sustituir el monitoreo electrónico por una me-
dida menos gravosa o o para su mantenimien-
to, según sea el caso. Se destaca que el equipo 
mencionado podrá, siempre que sea necesario, 
derivar informes y solicitudes a los jueces para 
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legacia Especializada de Atendimento à Mulher 
– DEAM), entre otros. En ese sentido, le corres-
ponde a la Secretaría Nacional de Seguridad Pú-
blica (Secretaria Nacional de Segurança Pública 
– SENASP) tomar acciones de formación inicial 
y continua orientadas a mejorar las políticas di-
señadas para enfrentar la violencia doméstica y 
familiar. 

El tratamiento de incidentes específicos 
requiere un diálogo continuo entre la Unidad y 
las Instituciones de Seguridad Pública, siempre 
considerando casos concretos de acuerdo con 
la necesidad percibida por los equipos de la Uni-
dad. Esa relación puede evitar el agravamiento 
de la situación penal y ampliar la eficiencia del 
trabajo de los agentes de seguridad pública, 
pues la activación de las fuerzas policiales debe 
reservarse para los casos de mayor gravedad, a 
partir de la identificación de los equipos de las 
Unidades, según los protocolos consolidados en 
este documento. Esa estrategia tiene como ob-
jetivo no saturar la capacidad de acción de las 
instituciones policiales en función de sus am-
plias demandas y ampliar la eficacia de su ac-
ción frente a situaciones concretas identificadas 
como prioridad por la Unidad.

XIII — Gestión de la información 

Es fundamental que el equipo informatice y 
actualice periódicamente todos los procedimien-
tos de la Unidad de Monitoreo Electrónico. Por 
eso, se recomienda la gestión adecuada de la in-
formación según las “Diretrizes para Tratamento 
e Proteção de Dados na Monitoração Eletrônica 
de Pessoas” (BRASIL, 2016b).

la sustitución del monitoreo por otra medida y al-
teraciones relacionadas con las condiciones im-
puestas, según la eventual incapacidad objetiva 
de su cumplimiento por personas determinadas. 

El mantenimiento de la medida impuesta 
requiere diálogo continuo entre la Unidad y el Po-
der Judicial, considerando los casos concretos, 
de modo que evite el agravamiento de la situación 
penal. Eso implica el compromiso de esos actores 
en la construcción y aplicación de flujos para la 
mejora de los servicios. Se recomienda el ajuste 
del cumplimiento de la medida porque prevé la 
acción del equipo multiprofesional para la con-
cientización y reprogramación de la medida en 
caso de incidentes específicos, de acuerdo con 
los protocolos descritos anteriormente. Con el 
objetivo de mantener la medida, también se indica 
que la prisión preventiva no sea decretada por el 
juez o jueza frente a la constatación de cualquier 
tipo de incumplimiento informado por la Unidad. 
Se recomienda que el caso se analice en conjunto 
con el informe de seguimiento de la medida y con 
el resto de las recomendaciones del equipo mul-
tidisciplinario. 

XII — Relación con el Sistema de 
Seguridad Pública 

La Unidad de Monitoreo Electrónico debe-
rá establecer con las Instituciones de Seguridad 
Pública flujos ágiles y expeditos Se debe buscar 
la constante concientización, formación y mejo-
ra metodológica necesarias para el tema junto 
a los agentes de seguridad pública, sobre todo 
quienes trabajan en patrullas especializadas, 
como la Patrulla Maria da Penha, en Comisa-
rías Especializadas en Atención a la Mujer (De-
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13
Equipos Multiprofesionales:  

un paso esencial para la  
credibilidad de los servicios

El DEPEN reconoce que el trabajo desarro-
llado por el equipo multiprofesional en el ámbi-
to de actuación de las Unidades de Monitoreo 
es esencial y que debe ser asimilado en todo el 
país, ya que mejora las atenciones, la interlocu-
ción del público con los operadores del servicio, 
favorece los ajustes necesarios para el adecua-
do cumplimiento de la medida judicial, además 
de promover el acceso público a las políticas de 
protección social ya existentes. Cabe destacar 
que la necesidad de este equipo en los servicios 
de monitoreo está prevista también en el De-
creto n.º 7.627/2011 (BRASIL, 2011b), Resolu-
ción n.o 213/2015 del CNJ y en la Resolución n.º 
5/2017 del CNPCP.
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más consistentes de asegurar el trabajo de los 
equipos multiprofesionales en los servicios de 
monitoreo electrónico, considerando también 
la realidad de muchos estados respecto a los lí-
mites impuestos por la Ley de Responsabilidad 
Fiscal. 

Se reconoce, a partir del trabajo práctico 
en este campo, de las visitas in situ a diversos 
Centros distribuidos en todo el país, de las en-
trevistas formales e informales con represen-
tantes del Poder Judicial, del Poder Ejecutivo, de 
la Fiscalíay de la Defensoría Pública, de la Orden 
de Abogados de Brasil (Ordem dos Advogados 
do Brasil), de la Policía y de las Organizaciones 
de la Sociedad Civil, que la “tobillera” por sí sola, 
es decir, sin el seguimiento de los equipos mul-
tidisciplinarios, no ofrece niveles razonables de 
credibilidad sobre la eficiencia de la medida de 
monitoreo electrónico. No son pocos los tipos 
de infracciones que podrían evitarse o tratarse 
de manera más adecuada con el apoyo técnico 
de estos profesionales, colaborando en los flu-
jos, orientaciones y diálogos calificados con las 
personas monitoreadas, así como en los proce-
dimientos que requieren estos servicios.  

Tales equipos deben estar compuestos, 
mínimamente, por Trabajadores Sociales, Li-
cenciados en Derecho y Psicólogos, teniendo 
como referencia el Modelo de Gestión y el pro-
yecto estándar utilizado como instrumento de 
convenio para el financiamiento de los servicios 
de monitoreo electrónico en las Unidades de la 
Federación por parte del DEPEN. Los documen-
tos destacan la extrema importancia de estos 
profesionales para los servicios de monitoreo, 
sobre todo en el manejo de incidentes diversos, 
en la confección de informes que brinden apoyo 

La política de monitoreo electrónico es in-
novadora y presenta una serie de desafíos. Para 
que pueda estar mínimamente alineada con los 
principios de legalidad, dignidad de la persona 
humana y desencarcelamiento, es necesario 
hacer uso de instrumentos capaces de apoyar y 
promover su efectividad en términos operativos. 
Esto, a su vez, va en orden al logro de resulta-
dos más tangibles rumbo a los principios antes 
mencionados.

En esta misma dirección, se puede afirmar 
que la inclusión de equipos multidisciplinarios, 
compuestos por profesionales de Psicología, 
Servicios Sociales, Derecho, entre otros campos 
de las ciencias humanas, en el ámbito de actua-
ción de los Unidades de Monitoreo es una de las 
principales innovaciones propuestas por el Mo-
delo de Gestión para el monitoreo electrónico de 
personas. El trabajo de estos equipos debe ser 
asimilado por todos los estados, dado que me-
jora los servicios de monitoreo y el tratamiento 
de incidencias, la interlocución entre el público y 
los operadores del servicio, favorece los ajustes 
necesarios para el adecuado cumplimiento de la 
medida judicial, además de promover el acceso 
público a las políticas de protección social ya 
existentes.

Inducir esta innovación propuesta por el 
DEPEN necesariamente implica instalar el tema 
en las agendas públicas, lo que requiere la foca-
lización de subsidios técnicos y también finan-
cieros para su operacionalización. Esta contra-
tación se viene realizando a través de diversas 
modalidades que involucran recursos del propio 
estado y/o del DEPEN. Como se trata de una de-
manda reciente y relevante en la política de mo-
nitoreo, es necesario pensar y diseñar formas 
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técnico al Poder Judicial para evaluar la posible 
necesidad de ajustes en el cumplimiento de la 
medida, en la derivación de las personas moni-
toreadas a la red de protección social y en las 
acciones relativas a la responsabilización por el 
cumplimiento de la medida de monitoreo elec-
trónico.

La contratación de estos equipos también 
se muestra como imprescindible en el Decreto 
n.º 7.627/2011, que regula el monitoreo electró-
nico de personas. El Decreto resalta la necesi-
dad de contar con programas y equipos multi-
disciplinarios en el seguimiento de la medida, 
en la asistencia e inclusión social de la persona 
monitoreada, aspirando al pleno cumplimiento y 
también para minimizar las formas discrimina-
torias, abusivas y lesivas durante los servicios, 
así como para asegurar el mantenimiento y el 
acceso al trabajo, la educación, la salud, los la-
zos sociales de las personas monitoreadas. 

En esta misma perspectiva, el Consejo Na-
cional de Justicia (CNJ), por medio de la Reso-
lución n.º 213/2015, indica lo saludable que es 
el trabajo de los equipos multidisciplinarios para 
los servicios de monitoreo electrónico de perso-
nas. El CNJ enfatiza la necesidad de garantizar 
instancias de ejecución de las medidas, lo que 
implica metodologías y equipos calificados ca-
paces de permitir un adecuado seguimiento al 
cumplimiento del monitoreo electrónico. Esto 
se puede ver como un esfuerzo por reducir los 
daños causados por el control penal propio del 
monitoreo, fuertemente basado en perspectivas 
punitivas y retributivas que marcan el campo 
penal en general. 

Los gestores y diversos trabajadores que 
operan en las Unidades comúnmente coinciden 

en la importancia de un efectivo seguimiento 
multidisciplinario de la persona que está siendo 
monitoreada. El informe sobre la implementa-
ción de la política de monitoreo electrónico de 
personas en Brasil (2015d) señala que, sin el 
trabajo de estos profesionales – psicólogo, tra-
bajador social, abogado –, el índice de transgre-
siones aumenta. El documento revela que este 
equipo trabaja en orden a permitir una mayor 
adhesión a las normas que implica el monitoreo 
electrónico, ya que contribuyen al tratamiento 
de los incidentes y actúan de forma preventiva, 
en un esfuerzo de socialización, explicitando 
y elucidando de manera técnica las reglas, los 
cambios resultantes del uso del equipo y otras 
condiciones asociadas. Los equipos no tienen la 
pretensión de apoyar solo la dimensión técnica 
del monitoreo electrónico, ya que los dispositi-
vos de monitoreo electrónico suelen causar da-
ños físicos y psicológicos que, por el principio 
de menor daño al cumplidor, deben evitarse14.

 La importancia de la contratación de 
equipos multidisciplinarios para trabajar en 
los servicios de monitoreo electrónico, con-
forme se destaca, se expresa en el Decreto n.º 
7.627/2011, en la Resolución n.º 213/2015 del 
CNJ, en el proyecto estándar utilizado como 
instrumento de convenio para el financiamien-
to de los servicios de monitoreo electrónico 
en las Unidades de la Federación por parte del 
DEPEN, en el Modelo de Gestión publicado por 

14 Las tecnologías existentes en el mercado son “robustas”, pe-
sadas, poco anatómicas, causando lesiones a los monitoreados. 
Estos, a su vez, suelen utilizar más de un calcetín o bandas de tela 
para protegerse. Tales violaciones no conducen al desarrollo de 
dispositivos menos incómodos porque, nuevamente, el foco no es 
el “cliente” de esta política (el monitoreado), sino el Estado (BRA-
SIL, 2017c).
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monitoreo electrónico, ya que tiene la capacidad 
de atender las demandas sociales y ampliar las 
condiciones objetivas y subjetivas de la persona 
monitoreada en el cumplimiento de la medida. 
Dicho esto, debe estar alineada con los princi-
pios de la política de monitoreo electrónico y ser 
apta para acompañar a la persona derivada. La 
Red de Protección Social, independientemen-
te de su asociación, debe acoger y atender las 
demandas sociales específicas de las personas 
derivadas, considerando la misión institucional, 
la universalidad y la disponibilidad de los servi-
cios. 

Por consiguiente, el monitoreo electrónico 
debe consolidarse por medio de la acción inte-
grada entre las entidades federativas, el Sistema 
de Justicia y la Sociedad a través de la acción 
interinstitucional e interdisciplinaria, erradi-
cando la violencia de género, y los valores y las 
prácticas históricamente basadas en el puniti-
vismo y la discriminación social. El objetivo es 
consolidar la política de monitoreo de manera 
afirmativa y sistémica, según el principio común 
a todo orden democrático, es decir, la garantía 
y el fortalecimiento de los Derechos Humanos 
(fundamentales, políticos, económicos, socia-
les, culturales, etc.) en la protección y el desa-
rrollo de la vida. De ahí, se destaca una vez más 
la extrema relevancia del trabajo de los equipos 
multidisciplinarios en cuanto a sus objetivos y 
competencias, registrados a continuación, de 
acuerdo con el Modelo de Gestión para el mo-
nitoreo electrónico de personas (BRASIL, 2017c, 
p. 198-200):

DEPEN/PNUD (BRASIL, 2017c), en la experien-
cia práctica de los profesionales que trabajan en 
los servicios, entre normativas transversales a 
la materia y documentos internacionales. El re-
conocimiento de este tipo de trabajo como ele-
mento esencial en el monitoreo electrónico de 
personas subraya la responsabilidad del Estado 
de desarrollar servicios cada vez más eficaces, 
pero también de garantizar la inserción de las 
personas monitoreadas en las políticas públi-
cas de protección social. Es decir, las prácticas 
orientadas a la promoción social deben integrar 
estructuralmente la política de monitoreo elec-
trónico, componiendo la rutina metodológica de 
los equipos técnicos, las etapas de evaluación y 
la mejora de los servicios. 

El Modelo de Gestión indica que el trabajo 
de los equipos posibilita la construcción y forta-
lecimiento de la red social de socios de servicios 
de monitoreo electrónico, compuesta por diver-
sas entidades públicas y privadas sin fines de 
lucro, que trabajan en alianza con la Unidad para 
la inclusión en demandas sociales: salud, edu-
cación, ingreso y trabajo, vivienda, programas y 
proyectos, etc. Esto incluye, en el caso de muje-
res en situación de violencia doméstica, deriva-
ciones a instituciones y programas que integren 
la Red de Protección a las Mujeres. El mapeo y 
articulación de esta red por parte de la Unidad 
permite potenciar las derivaciones para el ac-
ceso a derechos y, en consecuencia, reducir las 
vulnerabilidades sociales de las personas mo-
nitoreadas electrónicamente. La red de socios 
juega un importante papel en los servicios de 
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- Acoger la persona en cumplimiento de la medida 
de monitoreo electrónico, explicarle y aclararle sus 
obligaciones, deberes y derechos; 

- Acoger la mujer en situación de violencia domés-
tica y familiar que esté haciendo uso de la unidad 
portátil de rastreo – presentar recomendaciones 
en relación con el uso del dispositivo y recabar y 
analizar información relevante sobre esta en lo 
que concierne a los aspectos psicosociales y ju-
rídicos;

- Recabar y analizar información sobre el indivi-
duo monitoreado en lo que concierne a los as-
pectos psicosociales y jurídicos; 

- Identificar el lugar de residencia de la persona 
monitoreada y si esta trabaja, estudia, se está 
realizando algún tratamiento médico, participa 
en actividades religiosas/espirituales o si lleva 
a cabo otras actividades e interactuar con los 
sectores de Monitoreo y de Operaciones Técni-
cas para una mejor adecuación de la medida y 
un eventual tratamiento de incidentes; 

- Hacer derivaciones a la red de protección so-
cial, según la necesidad y de acuerdo con la 
persona monitoreada; 

- Realizar el seguimiento psi-
cosocial y judicial de la per-
sona monitoreada; 

- Analizar incidentes deriva-
dos de los sectores de Mo-
nitoreo y de Operaciones 
Técnicas para lograr una 
mejor ejecución de la medi-
da judicial;

 - Aprobar junto al Sector de 
Monitoreo, cuando sea ne-
cesario, subnotificaciones 
en el sistema de monitoreo 
para que la Coordinación o 
Supervisión accione a la po-
licía en los casos de inciden-
tes específicos; 

- Elaborar informes de se-
guimiento de la medida, 
evaluar elementos psicoso-
ciales y jurídicos y aportar 
subsidios para la reevalua-
ción de la medida por parte 
del juez o jueza; 



86Monitoreo Electrónico de Personas: Informe para el Sistema de Justicia 86

- Proponerle por escrito al juez o jueza del caso la 
sustitución de la medida de monitoreo por otra 
menos gravosa, cuando el monitoreo se muestre 
inadecuado para el individuo, según los factores 
psicosociales y jurídicos analizados como impe-
dimentos para el cumplimiento; 

- Informarle al Sector Administrativo eventuales 
condiciones y restricciones que se deben obser-
var al programar casos específicos para prevenir 
posibles incumplimientos e interrupciones inne-
cesarias a la rutina; 

- Programar atenciones para seguir la decisión 
judicial y preservar las rutinas de las personas 
monitoreadas, considerando días y horarios de 
trabajo, estudio y tratamientos médicos; 

- Participar en reuniones periódicas para ali-
near las acciones, entre otros temas; 

- Buscar activamente aso-
ciaciones junto a la red de 
protección social, institu-
ciones públicas, organiza-
ciones no gubernamentales 
y el sector empresarial para 
asegurar y ampliar atencio-
nes y derivaciones para la 
inclusión social y el acceso 
a derechos fundamentales, 
con énfasis en las siguien-
tes áreas: asistencia médi-
ca para consumidores de 
drogas, alcohol y otras sus-
tancias psicoactivas; sa-
lud mental; trabajo, salario 
y calificación profesional; 
asistencia social; asisten-
cia judicial; desarrollo; pro-
ducción; formación y difu-
sión cultural; 

- Seguir protocolos y flujos de 
derivación con las institu-
ciones de la red y el resto de 
los colaboradores;

- Realizar reuniones periódicas para la evaluación 
de casos específicos, mejora de los servicios y 
elaboración de actividades externas; 

- Realizar estudios de casos con regularidad;

 - Realizar visitas de segui-
miento a las entidades que 
reciben a la persona mo-
nitoreada en programas y 
acciones para la inclusión 
social; 
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- En ningún momento el licenciado en derecho asumirá las atribuciones de un Defensor Pú-
blico, pues debe actuar en la orientación/información al público sobre el cumplimiento de la 
medida de monitoreo electrónico, especialmente las condiciones agregadas a la medida y 
asesorar judicialmente en la coordinación de la elaboración de acuerdos de cooperación téc-
nica, contratos, convenios, modelos de instrumentos jurídicos, así como en todas las piezas 
jurídicas de la política de monitoreo electrónico. Este profesional deberá ser responsable de 
la interlocución con departamentos jurídicos de las secretarías de gobierno y con el resto de 
las instituciones con las cuales la política de monitoreo electrónico deberá establecer aso-
ciaciones. En caso de que la persona atendida en algún momento demande la judicialización 
del caso, esta deberá ser derivada a la Defensoría Pública;

- Mantener contactos periódi-
cos por teléfono, e-mail y otros 
medios posibles con la red de 
protección social, entidades e 
instituciones; 

- Participar activamente en co-
misiones, consejos y en el resto 
de los espacios de la red para 
asegurar representatividad en 
dichos espacios; 

- Constituir redes amplias con 
políticas y programas locales y 
federales para dar soporte a la 
derivación del público de la Uni-
dad de Monitoreo Electrónico; 

- Promover encuentros de la red para divulgación, 
mejora y alineamientos, ampliación de las cola-
boraciones, concientización y formación de las 
instituciones involucradas en los servicios de 
monitoreo electrónico; 

- Colaborar en campañas de comunicación para 
información y concientización de la sociedad ci-
vil sobre el monitoreo electrónico; 

Es importante destacar algunas restricciones en lo que atañe al trabajo del equipo multiprofe-
sional en los servicios de monitoreo electrónico, contribuyendo además a delimitar las competencias 
de estos profesionales en este campo (BRASIL, 2017c, p. 200-201):

- Participar en eventos, seminarios y encuentros 
con la red, con el sistema de justicia, con la so-
ciedad civil y con el resto de los colaboradores.
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- Los psicólogos no asumirán atribución 
clínica y no les corresponderá emitir 
informes psicológicos. En caso de que 
se necesiten tales servicios específi-
cos deberá realizarse la derivación a la 
red especializada y el seguimiento so-
bre los procedimientos;

Como ha mencionado anteriormente, el 
Modelo de Gestión es una propuesta pasible a 
adaptaciones locales y mejoras, considerando, 
entre otros aspectos, la pluralidad de arreglos 
conferidos a la política de monitoreo electróni-
co en las Unidades de la Federación. El producto 
aquí presentado introduce esas mismas reco-
mendaciones y flexibilidades, ya que es una for-
ma de proponer y divulgar orientaciones acer-
ca de los procesos de contratación de equipos 
multiprofesionales para trabajar en los servicios 
de monitoreo electrónico de personas. Teniendo 
en cuenta las especificidades y configuraciones 
locales, se pueden y se deben realizar ajustes 
para atender a las demandas de los estados en 
busca de la calificación de los servicios de mo-
nitoreo electrónico de personas.

- Ninguno de los profesionales del equi-
po multiprofesional debe accionar di-
rectamente las instituciones de seguri-
dad pública, sino al Poder Judicial que, 
por su parte, analizará la necesidad de 
accionar las instituciones policiales o 
convocar a la persona a una audien-
cia de justificación, la reanudación o la 
sustitución de la medida;

- Las derivaciones sociales y/o activida-
des no determinadas judicialmente no 
pueden realizarse con carácter obliga-
torio o coercitivo. No pueden crearse ni 
establecerse condiciones y/o restric-
ciones que no estén debidamente indi-
cadas en la decisión judicial;

- No podrán imponerse retornos periódi-
cos a los servicios, sino que se indica la 
importancia del retorno para la elabo-
ración de informe al juez o jueza para la 
reevaluación periódica de la medida;

- Los profesionales de este sector no 
pueden aplicar sanciones o castigos a 
la persona monitoreada y/o a la mujer 
en situación de violencia doméstica 
que opte por no regresar a las atencio-
nes ofrecidas por el equipo;

- No debe permitirse la entrada o perma-
nencia al sector de extraños o terceros 
no autorizados.
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Durante el cumplimiento de la medida de 
monitoreo electrónico se debe buscar la inser-
ción de las personas monitoreadas en políticas 
públicas de protección social, así como en ins-
tituciones de la Sociedad Civil (trabajo, educa-
ción) orientadas a la inclusión en programas 
asistenciales y comunitarios. En otras palabras, 
las prácticas orientadas a la promoción social 
deben integrar estructuralmente la política de 
monitoreo electrónico e integrar la rutina meto-
dológica de los equipos técnicos y las etapas de 
evaluación y mejora.

14
Red de socios
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La red social colaboradora de los servi-
cios de monitoreo electrónico está compuesta 
por diversas entidades públicas y privadas sin 
fines de lucro, que trabajan en asociación con la 
Unidad para la inclusión en demandas sociales: 
salud, educación, salario y trabajo, alojamien-
to, programas y proyectos, etc. Eso incluye, en 
el caso de las mujeres en situación de violencia 
doméstica, derivaciones a instituciones y pro-
gramas que integran la Red de Protección a las 
Mujeres.

El mapeo y la articulación de esta red por 
parte de la Unidad permite potencializar las de-
rivaciones para el acceso a derechos y, en con-
secuencia, la reducción de las vulnerabilidades 
sociales de las personas monitoreadas electró-
nicamente. La relación de los profesionales de 
la Unidad con la red debe ser continua, con el 
objetivo de mejorar la capacidad y sensibilidad 
respecto con los asuntos que involucran la eje-
cución de los servicios de monitoreo electrónico 
y la inclusión social, a través de las siguientes 
acciones:

La red de socios tiene un papel importante 
en los servicios de monitoreo electrónico, pues 
tiene la capacidad de atender demandas socia-
les y ampliar condiciones objetivas y subjetivas 
de la persona monitoreada en el cumplimiento 
de la medida. Por eso, esta debe estar en sin-
tonía con los principios de la política de moni-
toreo electrónico y debe ser apta para hacerle 
seguimiento a la persona derivada. La Red de 
Protección Social, independientemente de la co-
laboración, debe acoger y atender las demandas 
sociales específicas de las personas derivadas, 
considerando la misión institucional, la univer-
salidad y disponibilidad de los servicios.

a) Visitas de seguimiento a las entidades 
que reciben a la persona monitoreada 
en programas y acciones de inclusión 
social;

b) Contactos periódicos por teléfono, 
e-mail y otros medios posibles;

c) Participación en eventos y otras activi-
dades promovidas por la red;

d) Realización de seminarios y encuen-
tros con la red, el Sistema de Justicia, 
la Sociedad Civil y el equipo técnico.
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Penitenciário e de Medidas Socioeducativas I 
• Relatório de Monitoramento da Covid-19 e da Recomendação 62/CNJ nos Sistemas  
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• Diálogos Polícias e Judiciário – Participação de profissionais de segurança pública em  

audiências judiciais na condição de testemunhas 
• Diálogos Polícias e Judiciário – Perícia Criminal para Magistrados 
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CNJ 348/2020 
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Accede al código 
QR y conoce a otros 
Publicaciones del programa 
Fazendo Justiça
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